ACTA n.° 20-2015

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, Heredia, a las doce horas, del 15 de diciembre del año dos mil quince, se inicia la presente sesión ordinaria con la participación del  Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta; la Licda. Ileana Guillén Rodriguez, directora de la Escuela Judicial; el M.Sc. Sergio Valdelomar Fallas, en representación del Ministerio Público;  el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, en representante de la Defensa Pública; el M. Ba. Cheryl Bolaños Madrigal, en representación del Departamento de Gestión Humana; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez del Tribunal Superior de Trabajo; el M.Sc. Jorge Olaso Álvarez, juez del Tribunal Civil; M. Sc. Walter Espinoza Espinoza, director general del Organismo de Investigación Judicial y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. Invitada: M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial.
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AGENDA
1. Aprobación del acta n.º 11-2015 del 21 de setiembre de 2015 (extraordinaria), del acta n.º 12-2015 del 29 de setiembre de 2015, del acta n.º 13-2015 del 14 de octubre de 2015 (extraordinaria), acta n.º 14-2015 del 20 de octubre de 2015, del acta n.º 15-2015 del 30 de octubre de 2015 (extraordinaria), del acta n.º 16-2015 del 07 de noviembre de 2015 (extraordinaria), del acta n.º 17-2015 del 17 de noviembre de 2015 ordinaria, del acta n.º 18-2015 del 20 de noviembre de 2015 (extraordinaria), y del acta n.º 19-2015 del 25 de noviembre de 2015 (extraordinaria).
2. Solicitar que el M.Sc. Jorge Olaso Álvarez, integrante del Consejo Directivo conforme acuerdo de la Corte Plena, sesión N° 40-15 del 9 de noviembre del año 2015, sea designado como suplente en el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, de la Directora de la Escuela Judicial cuando ella no pueda asistir.
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Oficio nº. 12397-15 del 10 de noviembre de 2015 de la Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia, suscrito a la  Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en donde se transcribe el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 40-15 del 9 de noviembre 2015, ARTÍCULO II, que dice:

   (…)

SE ACUERDA: Solicitar respetuosamente a la Corte Plena que se continué (sic) la designación del Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, como suplente de la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, en las sesiones del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial cuando no sea posible su participación su (sic) sesiones, esto hasta tanto se defina la situación del señor Subdirector de la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME.”

· 0 –
Se acordó: Acoger el acuerdo adoptado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en consecuencia, designar al doctor Juan Carlos Segura Solís como suplente de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en las sesiones del Consejo de la Judicatura, cuando no sea posible su participación, mientras se define la situación del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, respecto al vencimiento del período por el que fueron nombradas las personas que integran ese órgano. Lo anterior, es en el entendido de que don Juan Carlos continúe como integrante del mencionado Consejo Directivo. Se declara acuerdo firme.”
3. Oficio del 11 de noviembre del 2015, suscrito Sr. Roman Bresciani Quirós, Sr. Adrian Alfaro Obando, Sr. Elías Jaen Lopez, Sra. Eugenia Arias Quesada, Sra. Catalina Espinoza Sáenz, Sra. Claudia Hurtado Guevara, todas personas servidoras de la Escuela Judicial, que dice:

Reciban un cordial saludo.  Respetuosamente le solicitamos un espacio en la próxima reunión de Consejo Directivo, con la finalidad de comentarles la situación que está presentando con respecto a una denuncia de acoso laboral realizada el pasado mes de julio de 2015, por parte de los abajo firmantes todas personas funcionarias de la Escuela Judicial.
4. Correo 30 de noviembre de 2015, del Sr. Benjamín S. Lovera Estévez, Dirección de Desarrollo Docente, Escuela Judicial del Estado de México, suscrito a la Licda. Kattia Escalante Barboza, subdirectora a.i. de la Escuela Judicial, solicitando anuencia para que la Msc. Marisol Barboza Rodríguez, les apoye en un evento académico “1er Congreso Nacional sobre Educación Judicial” Tendencias Actuales en la Formación de Servidores Jurisdiccionales”,  durante los días 10, 11 y 12 de febrero en la Ciudad de Toluca, México. Cubrirán lo relativo a los gastos de traslado y hospedaje. 
5. Oficio del 09 de diciembre de 2015, suscrito por la Sra. Victoria Cruz, Coordinadora Nacional-Proyecto de fortalecimiento de capacidades nacionales para el combate de trata de personas en Costa Rica-Oficina Internacional de los Derechos del Niño (IBCR), al Consejo Directivo  de la Escuela Judicial, que dice:
 (…)

Actualmente, el IBCR con el apoyo del Ministerio de Asuntos Exteriores, Comercio y Desarrollo de Canadá, está iniciando la ejecución del proyecto “Fortalecimiento de la instituciones para Combatir la Trata de Personas en Costa Rica”, que se implementará por un período de 3 años.
 
(…) 

Este enfoque define que los principales productos del proyecto están dirigidos a ser desarrollados en conjunto con la Escuela Judicial. Entre los principales productos destaca la elaboración de un kit de capacitación, que estará acompañado de procesos de formación de formadores, revisión de procedimientos de intervención en delitos de trata, en conjunto con los destinatarios del curso (jueces, fiscales, policías judiciales) y producción de otros materiales de información (…)

Les informamos además que, en el marco de las actividades iniciales de este proyecto, el equipo de IBCR tanto de Costa Rica como de Montreal, se encuentra desarrollando una serie de consultas, reuniones, talleres y grupos focales que nos permitan recolectar información para generar un primer diagnóstico sobre el estado de situación del tema en el país y valorar más profundamente las necesidades y restos que se enfrentan. Este proceso concluirá con un taller de validación a realizarse en el mes de marzo de 2016 y que nos permitirá, en conjunto con los actores claves nacionales, definir las modalidades del curso, los principales grupos claves a los que estarían dirigidos, tipo de información a desarrollar, los aliados en el proceso, etc. En este contexto, la participación de la Escuela Judicial en los procesos previos de recolección de datos, de validación y de construcción de herramienta es de suma importancia.

(…)   agradeceríamos mucho contar con la aprobación del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para trabajar coordinada y conjuntamente este proyecto…
6.   Correo electrónico  del 02 de noviembre de 2015, suscrito por el Sr. Alfredo Cordero Chinchilla, Secretario de la Junta Directiva del ARESEP,  al Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación y a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora,  de la Escuela Judicial, que dice:
 

Mediante acuerdo 04-54-2015 de la sesión ordinaria 54-2015, celebrada el 29 de octubre de 2015, la Junta Directiva dispuso con carácter de firme:

 
ACUERDO 04-54-2015
 

Hacer una atenta instancia al Consejo Directivo de la Escuela Judicial del Poder Judicial, para que se realice una capacitación orientativa de la actividad regulatoria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y se invite a jueces contenciosos y miembros de la Sala Primera y Sala Constitucional.

7. Correo del 25 de noviembre de 2015, de la M.Sc. Priscilla Dotti Carvajal, Subproceso Gestión de la Capacitación, Dirección de Gestión Humana,, para el conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial sobre lo siguiente:

Con instrucciones de la Licda. Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa del Subproceso Gestión de la Capacitación, le agradecería que además de lo remitido el día de ayer, se haga de conocimiento del Consejo Directivo la siguiente información: 

Actualmente el Poder Judicial otorga anualmente 2 becas para el Post-grado en Derecho Agrario, 2 becas para la Maestria en Derecho Comercial y de igual forma cada 2 años se ofrecen 9 becas para la Maestría en Ciencias Penales de la Universidad de Costa Rica. En reunión realizada en el mes de septiembre con personal de la Oficina de Programas de Posgrado en Derecho de la Universidad de Costa Rica, se nos solicitó tomar en cuenta la Maestría en Derecho Público entre las becas que se otorgan actualmente a las personas servidoras del Poder Judicial, por lo que para su conocimiento y consideración a continuación se informan los detalles:

Descripción:

Esta Maestría está concebida para formar personas profesionales con herramientas y conocimientos básicos del Derecho sustancial procesal y conocimientos más específicos del Derecho público. Además, se pretende buscar una mayor actualización con la que se pueda manejar los institutos y los instrumentos del Derecho público en general.

Plan de Estudios:

El plan de estudios involucra temas de gran actualidad como el Derecho público de la economía y Derecho ambiental, Derecho electoral, Derecho tributario, Derecho parlamentario, entre otros.

Los cursos se imparten dentro de una dinámica teórico-práctica. Como requisito de graduación se debe realizar una investigación relacionada con algún tema actual del Derecho público, para lo cual se cuenta con el apoyo y tutoría del cuerpo docente.
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- Correo del 25 de noviembre de 2015, de la M.Sc. Priscilla Dotti Carvajal, Subproceso Gestión de la Capacitación, Dirección de Gestión Humana,, para el conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial sobre lo siguiente:

Con instrucciones de la Licda. Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa del Subproceso Gestión de la Capacitación, adjunto programas de los diferentes Postgrados en Derecho que ofrece la Universidad de Costa Rica para que sean valorados por el Consejo Directivo.

A continuación el detalle de los programas adjuntos:

· Doctorado en Derecho

· Especialidad y Maestría en Derecho Notarial y Registral

· Maestría en Administración y Derecho Municipal

· Maestría en Derecho Ambiental

· Maestría en Derecho Comunitario y Derechos Humanos

· Maestría en Derecho Público

Maestría en Justicia Constitucional
8. Tema: Proceso y plazo de gestión en referencia invitaciones para participar en curso o seminarios nacional e internacional.
-Correo electrónico del 04 de agosto de 2015, suscrito por la Sra. Priscilla Dotti Carvajal, Subproceso Gestión de la Capacitación, Dirección de Gestión Humana, Poder Judicial, sobre “Capacitación en el uso del Digesto de acceso a la justicia de la metodología THEMIS", organizado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y la cooperación alemana GIZ”,  que dice:
Con respecto a esta Capacitación que consulta, le informo que previamente habíamos informado a su persona que no fue posible divulgar a 10 días de la fecha límite de inscripción.

 Lo anterior por la necesidad de pedir permiso de divulgación al Consejo Superior, dar tiempo a las personas interesadas para su inscripción y remitirlo a Consejo de Personal para que emitiera recomendación al Consejo Superior para seleccionar a los participantes. 

 Favor tomar en cuenta que para los casos en que se debe realizar nómina para seleccionar a los participantes, se requiere de al menos un mes para realizar toda la gestión.
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-Correo electrónico del 04 de julio de 2015, del M.Sc. Mauricio Quirós Álvarez, subdirector Gestión Humana, Poder Judicial,  que dice:
Buenos días doña Aida conforme a su correo y lo investigado por esta oficina en cuanto a los plazos, condiciones y presupuesto, le comunico que materialmente es imposible proceder con la publicación de este curso especializado. Es importante manifestarle que al menos necesitamos de 15-22 días de antelación para divulgar estos procesos.
 -0-

De: Cheryl Bolaños Madrigal 
Enviado el: viernes, 20 de noviembre de 2015 16:13
Para: Ileana Guillén Rodríguez; Rebeca Guardia Morales; Aida Cristina Sinclair Myers
CC: Mauricio Quiros Alvarez; Jose Luis Bermudez Obando
Asunto: RE: Postgrados Iberoamericanos Universidad Castilla La Mancha (Formación Presencial y online)

Doña Ileana, le recuerdo que tenemos pendiente valorar el tema de las solicitudes de las divulgaciones para este tipo de becas y capacitación internacional. En cuanto se pueda, le ruego que lo podamos retomar en Consejo Directivo.

9. Oficio SACJ-3147-2015, del 25 de noviembre del 2015, que transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-40-2015, del 10 de noviembre del 2015, ARTÍCULO XI, que dice: 

 
(…)
SE ACUERDA: 1.) Designar a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial para que le consulte a la Mag. Iris Roció Rojas Morales sobre cuál es la petición correcta. 2.) Solicitar al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, una reconsideración por cuanto a las dificultades que tendría la Escuela Judicial en capacitar a las personas que forman parte de la lista de elegibles en todas las materias, que no hayan sido nombrados, ya que por un tema de recursos resulta imposible tener una Escuela Judicial abierta para todas estas personas. Que dicha medida sería inalcanzable. ACUERDO FIRME.”
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Al respecto se debe aclarar que este Consejo, al conocer el acuerdo del Consejo Superior, se refería a un curso de inducción que lo llevaran las personas que resultaran elegibles y que sean de nuevo ingreso a la Judicatura  en las diferentes materias, antes de ser nombradas.

Según señala el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, ese órgano no cuenta con los recursos para capacitar a las personas que forman parte de la lista de elegibles en todas las materias y que no hayan sido nombradas, por tal dificultad, lo procedente es comunicar al Consejo Superior, que en el aseguramiento, resguardo y el buen manejo de los fondos públicos puestos al encargo de esta institución, no es posible brindar ese tipo de capacitación.  

SE ACORDÓ: Comunicar al consejo superior que no es posible brindar capacitación a las personas que forman parte de la lista de elegibles en todas las materias y que no hayan sido nombradas.”
 
10. Oficio no. 13095-15 del 26 de noviembre del 2015, que transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, sesión no. 99-15 del 10 de noviembre del 2015, ARTÍCULO LII, que dice: 

(…)

Se acordó: 1). Tomar nota del acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión ordinaria Nº 12-2015 del 29 de setiembre de 2015, artículo V y aprobar las observaciones realizadas al proyecto de “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”. 2) Trasladar la gestión anterior a la Dirección Jurídica para que actualice en un solo documento las observaciones realizadas al citado documento y una vez hecho, lo remita a Corte Plena para su conocimiento y eventual aprobación.”

11. Dirección de la Escuela Judicial, informes sobre invitaciones nacionales e internacionales.

 

12. Varios.
-0-

ARTÍCULO I

Aprobación del acta n.º 11-2015 del 21 de setiembre de 2015 (extraordinaria), del acta n.º 12-2015 del 29 de setiembre de 2015, del acta n.º 13-2015 del 14 de octubre de 2015 (extraordinaria), acta n.º 14-2015 del 20 de octubre de 2015, del acta n.º 15-2015 del 30 de octubre de 2015 (extraordinaria), del acta n.º 16-2015 del 07 de noviembre de 2015 (extraordinaria), del acta n.º 17-2015 del 17 de noviembre de 2015 ordinaria, del acta n.º 18-2015 del 20 de noviembre de 2015 (extraordinaria), y del acta n.º 19-2015 del 25 de noviembre de 2015 (extraordinaria).
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SE ACUERDA: La aprobación de todas las anteriores actas. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO II

Las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial le dan la bienvenida al M.Sc. Walter Espinoza Espinoza, nuevo director general del Organismo de Investigación Judicial, a su primera sesión con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial,  considerando, sin duda alguna, que su aporte será de gran importancia para este equipo de trabajo.

Por su parte, el M. Sc. Wálter Espinoza señala que tiene mucho interés en el fortalecimiento de la Unidad de Capacitación para el Organismo de Investigación Judicial, con el fin de que su personal se capacite basado en los intereses, perspectivas  y las necesidades actuales.
También considera que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial será de gran apoyo y respaldo para el alcance de los logros propuestos. Por último, se pone a la disposición del Consejo Directivo de la Escuela Judicial  para trabajar de manera conjunta en el tema de la Administración de Justicia en Costa Rica.

-0-

SE ACUERDA: Extender una cordial bienvenida al M.Sc. Walter Espinoza Espinoza, como nuevo integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO III

        
Oficio no. SACJ-1747-2015 del 06 de agosto del 2015, de la Lucrecia Chaves Torres, jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial, Dirección de Gestión Humana,  suscrito a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, que dice:
Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-28-2015, celebrada el 28 de julio del año en curso, que literalmente indica: 
“ARTÍCULO XIV

Conforme a lo establecido en el artículo 71 de la Ley de Carrera Judicial, el Consejo de la Judicatura está integrado de la siguiente manera:
"Artículo 71. ¾ El Consejo de la Judicatura estará integrado por:

a) Un Magistrado, quién lo presidirá

b) Un integrante del Consejo Superior del Poder Judicial

c) Un integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial

d) Dos Jueces Superiores, que conozcan de diversa materia.

En virtud de lo anterior y con motivo de que el señor Rafael A. Sanabria Rojas, quien representaba al Consejo Directivo de la Escuela Judicial como suplente de la señora Ileana Guillén Rodríguez, se acogió a su derecho de jubilación, procede solicitarle a ese Órgano que proponga a la Corte Plena el nombramiento del nuevo integrante suplente ante este Consejo. 

SE ACORDÓ: Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial que proponga ante la Corte Plena el nombramiento de la persona que representará a ese Órgano en el Consejo de la Judicatura como suplente de la señora Ileana Guillén Rodríguez."
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Acuerdo tomado por la Corte Plena, sesión N° 40-15 del 9 de noviembre del 2015, ARTÍCULO XII, en cuanto al siguiente acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión N° 14-2015 del 20 noviembre del 2015, artículo II, que dice:

SE ACUERDA: 1.) Tomar nota del anterior informe de labores rendido por el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez del Tribunal de Trabajo del II Circuito Judicial, Goicoechea, como integrante titular del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, el que se hace del conocimiento de la Corte Plena, señalando que el Dr. Segura Solís expresa su interés en continuar un nuevo período, si así lo deciden. 2.) El Dr. Álvaro Hernández Aguilar, juez del Tribunal Primero Civil de San José, suplente, expresa su interés en continuar un nuevo período, la M.Sc. Patricia Solano Castro, jueza del Tribunal Superior del Primer Circuito Judicial de San José, suplente, expresa su interés en continuar un nuevo período, inclusive como titular. 3.) Por último, se señala que está pendiente en la agenda de la Corte Plena, la designación de la persona quien sustituirá en la plaza como titular del Consejo Directivo, al Dr. Rafael Ángel Sanabria, dado su reciente jubilación. 4.) Igualmente, se comunica que el período de nombramiento de todas las personas antes señaladas,  vence el próximo 15 de noviembre de 2015. ACUERDO FIRME.”

Al respecto: 
(…)
se acordó: Designar al licenciado Jorge Olaso Álvarez como integrante titular del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

(…)
La designación de los doctores Juan Carlos Segura Solís, el licenciado Jorge Olaso Álvarez, Álvaro Hernández Aguilar, y la máster Patricia Solano Castro  como integrantes titulares y suplentes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, lo es por un período de dos años que inicia el 16 de noviembre del año en curso al 15 de noviembre de 2017. Se declara acuerdo firme.”
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SE ACUERDA: Que el M. Sc. Jorge Olaso Álvarez, nuevo integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, sea designado como suplente de la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, en el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial. Comuníquese a la Corte Plena para su aprobación. ACUERDO FIRME. 

-0-
ENTRA LA MAG. DRA. DORIS ARIAS MADRIGAL.
ARTÍCULO IV

Oficio del 11 de noviembre del 2015, suscrito Sr. Roman Bresciani Quirós, Sr. Adrian Alfaro Obando, Sr. Elías Jaen Lopez, Srta. Eugenia Arias Quesada, Sra. Catalina Espinoza Sáenz, Sra. Claudia Hurtado Guevara, todas personas servidoras de la Escuela Judicial, que dice:

Reciban un cordial saludo.  Respetuosamente le solicitamos un espacio en la próxima reunión de Consejo Directivo, con la finalidad de comentarles la situación que está presentando con respecto a una denuncia de acoso laboral realizada el pasado mes de julio de 2015, por parte de los abajo firmantes todas personas funcionarias de la Escuela Judicial.
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Comunicar al Sr. Roman Bresciani Quirós, Sr. Adrian Alfaro Obando, Sr. Elías Jaen Lopez, Srta. Eugenia Arias Quesada, Sra. Catalina Espinoza Sáenz y Sra. Claudia Hurtado Guevara, que por el principio de imparcialidad, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial se va a mantener al margen de la investigación. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO V

Correo 30 de noviembre de 2015, del Sr. Benjamín S. Lovera Estévez, Dirección de Desarrollo Docente, Escuela Judicial del Estado de México, suscrito a la Licda. Kattia Escalante Barboza, subdirectora a.i. de la Escuela Judicial, solicitando anuencia para que la Msc. Marisol Barboza Rodríguez, les apoye en un evento académico “1er Congreso Nacional sobre Educación Judicial” Tendencias Actuales en la Formación de Servidores Jurisdiccionales”,  durante los días 10, 11 y 12 de febrero en la Ciudad de Toluca, México. Cubrirán lo relativo a los gastos de traslado y hospedaje.

También al respecto, el oficio no. EJEM/DG/331/2015, del 27 de noviembre de 2015, del D. en H. Joaquín Mendoza Esquivel, director general de la Escuela Judicial del Estado de México,  suscrito a la Lic. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, que dice: 
Esperando se encuentre muy bien, por medio del presente hago de su conocimiento que los días 10, 11 y 12 del mes de febrero del año 2016 se llevará a cabo el “1er Congreso Nacional sobre Educación Judicial” Tendencias Actuales en la Formación de Servidores Jurisdiccionales”, en la ciudad de Toluca, Estado de México en un horario de 17:00 a 20:00 horas; por motivo, sabedores de la vasta experiencia en el Modelo Educativo por Competencias que en la institución que dignamente dirige, deseamos  contar con la participación de un especialista en métodos de enseñanza, siendo propuesta la M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez como ponente, con algún tema de su elección; y en caso de aceptar la invitación, estaremos en comunicación vía telefónica y/o correo electrónico para informarle al respecto.

Aprovecho para comentarle, que la Escuela Judicial del Estado de México correrá con todos los gastos de traslado y hospedaje que genere su visita al Estado de México.

Me pongo a sus órdenes en el siguiente teléfono 01-722-167-92-00 ext. 16801 o 01-722-215-90-27 y en el correo electrónico joaquín.mendoza@pjedomex.gob.mx. 
De la misma manera la M. en C.E. Lilliana Marcela Aguirre Gómez, Directora de Difusión, Extensión y Vinculación, así como el M. en E. Benjamín Salvador Loveda Estévez, Director de Desarrollo Docente, estarán en contacto con usted para precisar detalles del evento y disipar dudas al respecto.

Sin más por el momento y esperando contar con su invaluable apoyo para el desarrollo del evento en mención, le envío un cordial saludo y le reitero la seguridad de mi consideración distinguido y preferente.
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SE ACUERDA: Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial de Costa Rica, avala que en representación de la Escuela Judicial costarricense, la M. Sc. Marisol Barboza Rodríguez, especialista en métodos de enseñanza de la Escuela,  apoye como ponente a la Escuela Judicial del Estado de México,  en su “1er Congreso Nacional sobre Educación Judicial” Tendencias Actuales en la Formación de Servidores Jurisdiccionales”, a celebrarse durante los días 10, 11 y 12 de febrero del 2016 en la Ciudad de Toluca, México, en el entendido que le estarán cubriendo los gastos de traslado, alimentación y hospedaje. Comuníquese al Consejo Superior del Poder Judicial para su aprobación y el correspondiente permiso con goce de salario del 09 al 13 de febrero del 2016. ACUERDO FIRME. 
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SALEN EL M.SC. WALTER ESPINOZA ESPINOZA Y LA M.SC. KATTIA CAMPOS CAMPOS.
ARTÍCULO VI

Oficio del 09 de diciembre de 2015, suscrito por la Sra. Victoria Cruz, Coordinadora Nacional-Proyecto de fortalecimiento de capacidades nacionales para el combate de trata de personas en Costa Rica-Oficina Internacional de los Derechos del Niño (IBCR), al Consejo Directivo  de la Escuela Judicial, que dice:
 

Tengo el agrado de dirigirme a Usted en representación de la Oficina Internacional de los Derechos del Niño (IBCR, por sus siglas en Inglés).

Establecida desde 1994 en Montreal (Canadá), la Oficina Internacional de los Derechos de los Niños es una organización no gubernamental Internacional cuya misión es contribuir a la promoción y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes alrededor del mundo. Desde 2003 cuenta con un estatus consultivo especial en el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC).

La acción del IBCR se basa en el marco normativo internacional de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes y su misión es trabajar directamente con las instituciones y las organizaciones no gubernamentales en África, Asia, América Latina y Medio Oriente, en un espíritu de asociación, transparencia y diálogo, para desarrollar acciones constructivas y que favorezcan cambios positivos y duraderos para la protección de los derechos y la dignidad de las niñas, niños y adolescentes.

Actualmente, el IBCR con el apoyo del Ministerio de Asuntos Exteriores, Comercio y Desarrollo de Canadá, está iniciando la ejecución del proyecto “Fortalecimiento de la instituciones para Combatir la Trata de Personas en Costa Rica”, que se implementará por un período de 3 años.

 
Este proyecto busca contribuir con la profesionalización y al fortalecimiento de capacidades centrada en la capacitación, producto del expertise del IBCR desarrollando este proceso en varios países del mundo.  Este enfoque define que los principales productos del proyecto están dirigidos a ser desarrollados en conjunto y para la Escuela Judicial. Entre los principales productos destaca la elaboración de un kit de capacitación, que estará acompañado de procesos de formación de formadores, revisión de procedimientos de intervención en delitos de trata, en conjunto con los destinatarios del curso (jueces, fiscales, policías judiciales) y producción de otros materiales de información.  Estas acciones se verán complementadas con un proceso similar a nivel de la Escuela de Policía y con acciones con otros actores clave del país, con el objeto de contribuir a mejorar la coordinación para enfrentar estos delitos.
El objetivo final es que estos cursos queden integrados en las curriculas de formación de las escuelas judiciales y de Policía, como cursos propios, y que ambas escuelas refuercen su capacidad instalada para brindarlos a sus públicos meta, más allá de la vigencia del proyecto del IBCR en Costa Rica.

Con base en lo expuesto, muy respetuosamente sometemos al Consejo Directivo de la Escuela Judicial este proyecto.  La premisa fundamental del trabajo del IBCR es que el mismo sea útil para las instituciones en Costa Rica, lo que conlleva necesariamente un importante trabajo colaborativo.  Esperamos que los resultados que se han planeado, producto de discusiones previas con muchos actores en Costa Rica, incluida la Escuela Judicial, resulten de utilidad en el marco de las acciones que durante los próximos años realice esta entidad.

Les informamos además que, en el marco de las actividades iniciales de este proyecto, el equipo de IBCR tanto de Costa Rica como de Montreal, se encuentra desarrollando una serie de consultas, reuniones, talleres y grupos focales que nos permitan recolectar información para generar un primer diagnóstico sobre el estado de situación del tema en el país y valorar más profundamente las necesidades y retos que se enfrentan. Este proceso concluirá con un taller de validación a realizarse en el mes de marzo de 2016 y que nos permitirá, en conjunto con los actores claves nacionales, definir las modalidades del curso, los principales grupos claves a los que estarían dirigidos, tipo de información a desarrollar, los aliados en el proceso, etc. En este contexto, la participación de la Escuela Judicial en los procesos previos de recolección de datos, de validación y de construcción de herramienta es de suma importancia.

Considerando lo anterior, agradeceríamos mucho contar con la aprobación del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para trabajar coordinada y conjuntamente este proyecto, con la confianza de que el mismo resulte de mucha utilidad para fortalecer las capacidades de los actores clave del Poder Judicial en la lucha contra de trata de personas en Costa Rica a través de la Escuela Judicial. 
Quedamos a su mejor disposición para cualquier información adicional que puedan requerir. Aprovecho la oportunidad para saludarles muy respetuosamente,
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Fortalecimiento de las Instituciones para Combatir la 
Trata de Personas en Costa Rica

Justificación del proyecto

La explotación sexual comercial (en adelante ESC) y la trata con esta finalidad, no son sólo un problema más que afecta a miles de personas vulnerables, incluyendo niños, niñas y adolescentes. 
En la actualidad, se les considera una forma moderna de esclavitud y una de las más severas violaciones a sus derechos humanos.

La preocupación por estos graves fenómenos no es ajena en Costa Rica. Entre otros factores, la posición geográfica del país, como parte del corredor de tránsito migratorio entre el sur  y el norte de las Américas, pero además por el posicionamiento estratégico del país como uno de los principales destinos turísticos a nivel internacional provocan que también incremente su vulnerabilidad a estas problemáticas.

A lo largo de la última década, Costa Rica ha reconocido su preocupación por el auge de estos delitos y se ha sumado al llamado internacional para combatirlos, ratificando los principales instrumentos de derechos humanos aplicables en la materia. Este compromiso se ha traducido además en la promoción e implementación de una serie de reformas legales e institucionales que buscan fortalecer la capacidad del país para prevenir o frenar estos delitos y en acciones de información y sensibilización para alcanzar un amplio compromiso nacional alrededor de la protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y otros sujetos vulnerables, frente a estos fenómenos.

No obstante lo expuesto, los delitos de trata de personas y de explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes, como manifestaciones del crimen organizado, se han ido complejizando y el país enfrenta constantemente nuevos desafíos para la efectiva protección de los derechos de las personas vulnerables.

En este contexto, y considerando la experiencia de la Oficina Internacional de los Derechos de los Niños en la implementación de proyectos relacionados con la prevención y lucha contra la trata de personas y la explotación sexual comercial en varios países del mundo como Burundi, Canadá, Colombia, Congo y Perú, se está iniciando la ejecución de un proyecto en Costa Rica que busca continuar el fortalecimiento de la lucha nacional contra la trata de personas, con un enfoque particular en la finalidad de explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes. Este proyecto se desarrolla con la asistencia financiera del Ministerio de Asuntos Exteriores, Comercio y Desarrollo de Canadá.

La Oficina Internacional de los Derechos de los Niños (IBCR)
Establecida desde 1994 en Montreal (Canadá), la Oficina Internacional de los Derechos de los Niños (“IBCR” por sus siglas en inglés) es una organización no gubernamental internacional cuya misión es contribuir a la promoción y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes alrededor del mundo. Desde 2003 cuenta con un estatus consultivo especial en el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC).

La acción de IBCR se basa en el marco normativo internacional de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes, comprendido principalmente en a Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y sus tres protocolos facultativos, incluso el Protocolo Facultativo relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la pornografía infantil.

La misión de la Oficina es trabajar directamente con las instituciones y las organizaciones no gubernamentales en África, Asia, América Latina y Medio Oriente, en un espíritu de asociación, transparencia y diálogo, para desarrollar acciones constructivas y que favorezcan cambios positivos y duraderos para la protección de los derechos y la dignidad de las niñas, niños y adolescentes.

IBCR en Costa Rica: antecedentes

Entre marzo 2012 y febrero 2014, IBCR ejecutó el proyecto "Prevención de la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes en el Turismo y los viajes en Costa Rica", en asocio con la Fundación Paniamor y con el apoyo de Visión Mundial.

El proyecto estuvo dirigido a la prevención y sensibilización sobre la trata de personas y la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes en la industria de viajes y turismo en Costa Rica. Las principales actividades incluyeron la cooperación entre las autoridades policiales canadienses y costarricenses, campañas de sensibilización y concientización para el sector no formal de turismo, así como acciones de concientización dirigidas a las familias, jóvenes y comunidades cercanas a las áreas turísticas.

3 El proyecto “Fortalecimiento de las Instituciones para Combatir la Trata de Personas en Costa Rica”

Actualmente, IBCR con el apoyo del Ministerio de Asuntos Exteriores, Comercio y Desarrollo de Canadá, está iniciando la ejecución del proyecto “Fortalecimiento de las Instituciones para Combatir la Trata de Personas en Costa Rica” que se implementará por un período de 3 años. 
Este proyecto busca contribuir con la profesionalización y al fortalecimiento de capacidades de los actores clave involucrados en la vigilancia, la prevención, la investigación y el procesamiento de los delitos de trata de personas, con especial énfasis en la finalidad de explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes, con el objetivo de mejorar la respuesta institucional de las autoridades costarricenses ante este fenómeno. 
Entre los principales resultados se busca que, con la asistencia técnica y financiera del proyecto, se integre un curso de Formación permanente, obligatorio y especializado en los Programas de formación de la Academia Nacional de Policía y de la Escuela Judicial. También se busca capacitar a formadores especializados por medio de quienes se logrará implementar un proceso continuo de capacitación a jueces, fiscales y los distintos cuerpos de policía nacionales.

El proyecto también busca generar información y contar con nuevas herramientas para que sectores clave puedan fortalecer sus capacidades para hacer frente a estos delitos.

Principales estrategias y actividades del proyecto:

Fortalecimiento de capacidades de jueces, fiscales, cuerpos de policía y otros actores clave para la investigación y procesamiento de los delitos de trata de personas, con especial énfasis en la finalidad de explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes.

Para ello, el proyecto incluye:

‐ Una evaluación de las necesidades de La policía, fiscalía, judicatura y otros actores clave en relación con estos delitos.

‐ La ejecución de un proceso de consultas y talleres para examinar e implementar protocolos de actuación.

‐ El desarrollo y validación de materiales de formación para jueces, fiscales y oficiales de policía y otros actores clave relacionados en la lucha contra la trata de personas.

‐ Realización de cursos de formación de formadores y de capacitación de actores clave, utilizando la información, materiales y herramientas producidos en el marco del proyecto.

‐ Intercambio de buenas prácticas y lecciones aprendidas entre policías, fiscales y jueces que permitan intensificar la colaboración con otros actores regionales.

‐ Apoyo a los procesos de integración de los cursos de capacitación en los programas oficiales de formación de jueces, fiscales y policías.
Informar y sensibilizar a actores clave (comunidades, sector turismo y otros) sobre los delitos de trata de personas, con especial énfasis en la finalidad de explotación sexual comercial de niñas, niños  y adolescentes.

Para ello, el proyecto incluye:

‐ Desarrollo de actividades de divulgación sobre el papel y las capacidades de la policía y del sistema de justicia.

‐ Puesta en marcha de un proceso de consulta con el sector privado (sobre todo los sectores formal e informal de la industria del turismo) para definir los mejores mecanismos  de colaboración con las autoridades policiales y judiciales con el fin prevenir o bien identificar y denunciar estos delitos.

Los principales beneficiarios del proyecto:

‐ Las comisiones nacionales relacionadas con la lucha contra la trata de personas y la explotación sexual comercial, y en particular los aplicadores de la ley, contarán con nueva información y herramientas para la prevención y la sanción de estos delitos.

‐ La Escuela Nacional de Policía y la Escuela Judicial fortalecerán sus capacidades para la formación de jueces, fiscales y policías en la lucha contra la trata de personas y la explotación sexual comercial, como parte de las estrategias nacionales para el combate del crimen organizado.

‐ El sector privado y otros actores clave serán sensibilizados e informados sobre su responsabilidad en la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes frente a la trata y la explotación sexual comercial. 

Contacto:

Para el desarrollo de este proyecto, IBCR cuenta con un equipo de profesionales en Costa Rica y en Canadá responsables de brindar la asistencia técnica que permita la consecución de los resultados propuestos. Para ello, este equipo deberá trabajar en estrecha coordinación con las autoridades nacionales para planificarlas actividades y dar seguimiento a los objetivos y resultados propuestos por el proyecto.
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Con respecto al anterior proyecto denominado “Fortalecimiento de capacidades nacionales para el combate de trata de personas en Costa Rica”,  se señala que la Oficina Internacional de los Derechos del Niño (IBCR), ha considerado a personas juzgadoras, fiscales, fiscalas y policías judiciales. Sin embargo,  que es importante señalar a la IBCR, la necesidad de que se incorpore también a la Subcomisión Acceso Justicia Penal Juvenil y a la Defensa Pública, ya que el tema sobre las personas víctimas de trata, es de su competencia.
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SE ACUERDA: Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial de Costa Rica, avala el proyecto denominado “Fortalecimiento de capacidades nacionales para el combate de trata de personas en Costa Rica-Oficina Internacional de los Derechos del Niño (IBCR)”, a ejecutarse en nuestro país por tres años. Por tal motivo,  la Escuela Judicial gustosamente participará junto a la IBCR, para la concreción de tan importante proyecto. No obstante, como colaborador de la Escuela Judicial y como contraparte, también es necesario sumar a este proyecto a dos entidades del Poder Judicial de Costa Rica: la Subcomisión Acceso Justicia Penal Juvenil, cuyo representante sería el experto M. Sc. Orlando Vargas Chacón, letrado de la Sala Tercera y a la Defensa Pública.  ACUERDO FIRME. 
. 
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ARTÍCULO VII

Correo electrónico  del 02 de noviembre de 2015, suscrito por el Sr. Alfredo Cordero Chinchilla, Secretario de la Junta Directiva del ARESEP,  al Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación y a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora,  de la Escuela Judicial, que dice:
 

Mediante acuerdo 04-54-2015 de la sesión ordinaria 54-2015, celebrada el 29 de octubre de 2015, la Junta Directiva dispuso con carácter de firme:

 
ACUERDO 04-54-2015
 

Hacer una atenta instancia al Consejo Directivo de la Escuela Judicial del Poder Judicial, para que se realice una capacitación orientativa de la actividad regulatoria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y se invite a jueces contenciosos y miembros de la Sala Primera y Sala Constitucional.
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SE ACUERDA: Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial acoge la solicitud de la Junta Directiva del ARESEP, en el sentido de que se realice una capacitación orientativa de la actividad regulatoria de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y se invite a jueces contenciosos y miembros de la Sala Primera y Sala Constitucional. La Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, coordinará lo necesario. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO VIII

Correo del 25 de noviembre de 2015, de la M.Sc. Priscilla Dotti Carvajal, Subproceso Gestión de la Capacitación, Dirección de Gestión Humana, para el conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:
Con instrucciones de la Licda. Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa del Subproceso Gestión de la Capacitación, le agradecería que además de lo remitido el día de ayer, se haga de conocimiento del Consejo Directivo la siguiente información: 

Actualmente el Poder Judicial otorga anualmente 2 becas para el Post-grado en Derecho Agrario, 2 becas para la Maestría en Derecho Comercial y de igual forma cada 2 años se ofrecen 9 becas para la Maestría en Ciencias Penales de la Universidad de Costa Rica. En reunión realizada en el mes de septiembre con personal de la Oficina de Programas de Posgrado en Derecho de la Universidad de Costa Rica, se nos solicitó tomar en cuenta la Maestría en Derecho Público entre las becas que se otorgan actualmente a las personas servidoras del Poder Judicial, por lo que para su conocimiento y consideración a continuación se informan los detalles:

Descripción:

Esta Maestría está concebida para formar personas profesionales con herramientas y conocimientos básicos del Derecho sustancial procesal y conocimientos más específicos del Derecho público. Además, se pretende buscar una mayor actualización con la que se pueda manejar los institutos y los instrumentos del Derecho público en general.

Plan de Estudios:

El plan de estudios involucra temas de gran actualidad como el Derecho público de la economía y Derecho ambiental, Derecho electoral, Derecho tributario, Derecho parlamentario, entre otros.

Los cursos se imparten dentro de una dinámica teórico-práctica. Como requisito de graduación se debe realizar una investigación relacionada con algún tema actual del Derecho público, para lo cual se cuenta con el apoyo y tutoría del cuerpo docente.

	NOMBRE DEL CURSO
	CRED.

	I CICLO

	Derecho administrativo especial I
	4

	Derecho financiero y tributario
	4

	Procesal administrativo y contencioso administrativo
	4

	Derecho parlamentario
	4

	Problemas actuales del Derecho constitucional
	4

	II CICLO

	Derecho de la contratación administrativa
	4

	Justicia constitucional
	4

	Derecho administrativo especial II
	4

	Derecho procesal constitucional
	4

	III CICLO

	Derecho público de la economía
	4

	IV CICLO

	Derecho Municipal
	4

	Derecho electoral
	4

	Reforma del estado
	4

	Problemas actuales del derecho público I
	4

	V CICLO

	Problemas actuales del derecho público II
	4

	Protección internacional de los derechos fundamentales
	4

	Derecho urbanístico
	4

	Políticas estatales y medio ambiente
	4

	TOTAL
	72


Requisitos de ingreso:

1. Diploma de licenciatura en Derecho o su equivalente, fotocopia y original para confrontarlo.

2. Promedio de notas de 8.5 en los estudios de la carrera en Derecho, certificación original de notas (de aquellas que han sido convalidadas debe presentarse original expedido por la universidad). Si la escala es diferente a la de la UCR, aportar nota aclaratoria de la universidad donde estudió en la que se indique nota máxima y mínima.
3. Entrevista.
4. Otros requisitos consultar en el Programa.
Proceso de Admisión:

1. Recepción de la solicitud en el formulario oficial del SEP.

2. Comunicación oficial a la persona solicitante del resultado del proceso de selección y admisión al Programa, después del estudio detallado de su expediente.
Perfil de la Persona Egresada:

La persona estudiante que cumpla con las exigencias académicas del Programa, será capaz de:

• Dominar los conocimientos sobre los alcances y límites de los institutos e instrumentos del Derecho público en general.

• Redactar leyes, reglamentos, instrumentos públicos y contratos.

• Tramitar documentos en instituciones públicas.

• Desarrollar su capacidad de síntesis y sus habilidades comunicativas en la expresión oral y escrita.

	ADMISIÓN
	En agosto para iniciar en marzo del siguiente año

	DURACIÓN
	Dos años (Horario de las 17:00 a las 21:00 hrs)

	DEDICACIÓN DE TIEMPO
	Tiempo completo

	COSTO
	Cada materia cuenta con 4 créditos, cada uno con un valor de ¢50.000,00 para un total de ¢200.000,00 por materia, mismas que deben llevarse por bloque completo (4 materias por semestre), por lo que el costo por semestre es de ¢800.000,00 más el monto de bienestar estudiantil, fondo solidario estudiantil y póliza estudiantil, para un total aproximado de ¢806.000,00 por semestre.
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Correo del 25 de noviembre de 2015, de la M.Sc. Priscilla Dotti Carvajal, Subproceso Gestión de la Capacitación, Dirección de Gestión Humana,, para el conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:

Con instrucciones de la Licda. Cheryl Bolaños Madrigal, Jefa del Subproceso Gestión de la Capacitación, adjunto programas de los diferentes Postgrados en Derecho que ofrece la Universidad de Costa Rica para que sean valorados por el Consejo Directivo.

A continuación el detalle de los programas adjuntos:

· Doctorado en Derecho

· Especialidad y Maestría en Derecho Notarial y Registral

· Maestría en Administración y Derecho Municipal

· Maestría en Derecho Ambiental

· Maestría en Derecho Comunitario y Derechos Humanos

· Maestría en Derecho Público

Maestría en Justicia Constitucional
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Al respecto, la M.Sc. Cheryl Bolaños Madrigal, jefa del Subproceso Gestión de la Capacitación, expresa a las y a los presentes que en reunión sostenida con el personal de la Oficina de Programas de Postgrado en Derecho de la Universidad de Costa Rica, se les solicitó tomar en cuenta la “Maestría en Derecho Público”, así como las otras maestrías descritas anteriormente,  para valorar si son de interés para el Poder Judicial, con el fin de incorporarlos en el convenio,  mediante un adendum, con los detalles necesarios. 
Por tal motivo, se pone en el conocimiento de este Consejo Directivo, para que se valore cuál las anteriores ofertas capacitación requiere la población profesional en Derecho del Poder Judicial.   Se hace la observación de que las becas otorgadas para las personas servidoras del Poder Judicial, se impartirá en el horario de las 17 horas a las 21 horas y son las siguientes:

· Doctorado en Derecho

· Especialidad y Maestría en Derecho Notarial y Registral

· Maestría en Administración y Derecho Municipal

· Maestría en Derecho Ambiental

· Maestría en Derecho Comunitario y Derechos Humanos

· Maestría en Derecho Público 

· Maestría en Justicia Constitucional

Se indica que actualmente no hay posibilidades de enviar a capacitar en el extranjero y  que la anterior oferta académica de la Universidad de Costa Rica es una oportunidad para dar capacitación a las y los profesionales en derecho de la institución, pero que la distribución debe ser equitativa.  Además, que es importante que se considere la capacitación en materia Civil y Laboral, por cuanto ambas materias se encuentran en proceso de reforma legal. Por ello, se recomienda solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial una distribución más equilibrada, que responda al criterio de justicia y de razonabilidad,  para que las becas sean distribuidas proporcionalmente.
Se recomienda solicitar al Departamento de Gestión Humana, hacer un estudio de los resultados en los últimos dos años,  en cuanto a los temas propuestos para poder re-direccionar las becas hacia las otras materias que requiere el Poder Judicial, conforme a las indicadas en las actas de Corte Plena, tales como la reforma Civil y Laboral. 

Del mismo modo, con respecto al Doctorado en Derecho, la Especialidad y Maestría en Derecho Notarial y Registral, la Maestría en Administración y Derecho Municipal, la Maestría en Derecho Ambiental, la Maestría en Derecho Comunitario y Derechos Humanos, la Maestría en Derecho Público y la Maestría en Justicia Constitucional, este Consejo Directo  considera prioritarias: el Doctorado en Derecho,  la Maestría en Derecho Público y la Maestría en Justicia Constitucional.
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SE ACUERDA: Solicitar al Departamento de Gestión Humana, realizar un estudio de los resultados en los dos últimos años, con respecto a la oferta educativa en cuanto a los temas propuestos por la Universidad de Costa Rica, a fin de solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial,  que se valore solicitar ampliar la oferta de becas en las materias relevantes para el Poder Judicial, tales como la materia Civil y Laboral. 2.) De los temas antes propuestos por la Universidad de Costa Rica,  este Consejo Directo estima prioritarios: el Doctorado en Derecho,  la Maestría en Derecho Público y la Maestría en Justicia Constitucional ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO IX
Tema: Proceso y plazo de gestión en referencia invitaciones para participar en curso o seminarios nacional e internacional.
-Correo electrónico del 04 de agosto de 2015, suscrito por la Sra. Priscilla Dotti Carvajal, Subproceso Gestión de la Capacitación, Dirección de Gestión Humana, Poder Judicial, sobre “Capacitación en el uso del Digesto de acceso a la justicia de la metodología THEMIS", organizado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y la cooperación alemana GIZ”,  que dice:
Con respecto a esta Capacitación que consulta, le informo que previamente habíamos informado a su persona que no fue posible divulgar a 10 días de la fecha límite de inscripción.

 Lo anterior por la necesidad de pedir permiso de divulgación al Consejo Superior, dar tiempo a las personas interesadas para su inscripción y remitirlo a Consejo de Personal para que emitiera recomendación al Consejo Superior para seleccionar a los participantes. 

 Favor tomar en cuenta que para los casos en que se debe realizar nómina para seleccionar a los participantes, se requiere de al menos un mes para realizar toda la gestión.

-0-

-Correo electrónico del 04 de julio de 2015, del M.Sc. Mauricio Quirós Álvarez, subdirector Gestión Humana, Poder Judicial,  que dice:
Buenos días doña Aida conforme a su correo y lo investigado por esta oficina en cuanto a los plazos, condiciones y presupuesto, le comunico que materialmente es imposible proceder con la publicación de este curso especializado. Es importante manifestarle que al menos necesitamos de 15-22 días de antelación para divulgar estos procesos.
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De: Cheryl Bolaños Madrigal 
Enviado el: viernes, 20 de noviembre de 2015 16:13
Para: Ileana Guillén Rodríguez; Rebeca Guardia Morales; Aida Cristina Sinclair Myers
CC: Mauricio Quiros Alvarez; Jose Luis Bermudez Obando
Asunto: RE: Postgrados Iberoamericanos Universidad Castilla La Mancha (Formación Presencial y online)

Doña Ileana, le recuerdo que tenemos pendiente valorar el tema de las solicitudes de las divulgaciones para este tipo de becas y capacitación internacional. En cuanto se pueda, le ruego que lo podamos retomar en Consejo Directivo.
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SE ACUERDA: De previo a resolver cual es la gestión adecuada que debe seguir la Escuela Judicial y el Departamento de Gestión Humana, conforme a sus competencias,  para el  trámite adecuado de becas, se realizará un estudio del comportamiento de las ofertas académicas recibidas, para lo cual, el Departamento de Gestión Humana presentará un informe en cuanto al control de la becas que se divulgan y porqué no se divulgan. Este tema se analizará en una próxima sesión del Consejo Directivo de la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO X
Oficio SACJ-3147-2015, del 25 de noviembre del 2015, de la Licda. Lucrecia Chaves Torres, jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial, Dirección de Gestión Humana, suscrita a la Mag. Doris Arias Madrigal, presidenta Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice: 

 
Para su conocimiento, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-40-2015, celebrada el 10 de noviembre del año en curso, que literalmente indica: 

“ARTÍCULO XI

El Consejo de la Judicatura en la sesión CJ-008-2015, celebrada el 03 de marzo del año en curso, artículo VIII, conoció el acuerdo del Consejo Superior, sesión celebrada el 27 de noviembre del año 2014, artículo LXXII, que entre lo que interesa indica:
“La doctora Iris Rocío Rojas Morales, Magistrada de la Sala Primera, en correo electrónico de 19 de noviembre de 2014, solicitó lo siguiente:

“…tal y como lo conversamos el día lunes, existe la necesidad de fortalecer el Registro de Elegibles de la Jurisdicción Contencioso Administrativa; ello con la finalidad de mejorar el servicio público que brindamos. He estado coordinando con doña Doris Arias de la Escuela Judicial  y don Orlando Aguirre del Consejo de la Judicatura y ambos ven muy factible programar, a la brevedad posible, un curso inicial de preparación para quienes deseen ser nombrados jueces en la jurisdicción  contencioso administrativa, por tal motivo y, en pleno acuerdo con el Magistrado Rivas,  le solicito analice la posibilidad de que los nombramientos definitivos o en propiedad de los jueces, se hagan luego de que hayamos completado estas capacitaciones, a las que todos los interesados  tendrían acceso de manera amplia y en condiciones de igualdad.”

(…)


Se acordó: 1) … 2) Por estimar procedente la inquietud planteada, y considerar conveniente este Órgano que las personas que forman parte de la lista de elegibles en  la jurisdicción contencioso administrativa y las demás materias, reciban una capacitación de previo a asumir el cargo,  se solicita informe al Consejo de la Judicatura a fin de que indique si existe la posibilidad de dar este tipo de capacitación en coordinación con la Escuela Judicial. 3) …

(…)
En relación con el tema, el Consejo de la Judicatura en la sesión de referencia, dispuso:

“SE ACORDÓ: 1) … 2) Solicitar a la Escuela Judicial que realice una propuesta en relación con el desarrollo de un curso de inducción para las personas que resulten elegibles y que sean de nuevo ingreso a la Judicatura  en las diferentes materias, para que sea llevado antes de ser nombradas.   3)…”

-O-

Al respecto, la Escuela Judicial, mediante oficio N° 049-CD/EJ-15 informa lo siguiente: 

“Les transcribo el acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión nº. 04-15 celebrada el 28 de abril del 2015, que literalmente dice:

(…)

Las personas integrantes de este Consejo Directivo señalan su preocupación con respecto al anterior acuerdo, en que las personas que forman parte de la lista de elegibles en la jurisdicción contencioso administrativa y las demás materias, deberán recibir capacitación de previo a asumir el cargo. 

La Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial indica que conforme conversación que se tuvo con la Mag. Iris Rocío Rojas Morales, se trata acerca de capacitar a las personas que iban a realizar exámenes, ya que están obteniendo notas muy bajas en los mismos.   Estima que hubo un error en la interpretación de la solicitud de la Mag. Rojas Morales, por parte del Consejo de la Judicatura, sesión en que estuvo ausente.

La M.Sc. Waiman Hin Herrera manifestó que el Departamento de Gestión Humana, tuvo un antecedente similar, en donde el Consejo de la Judicatura acordó que debían capacitar a todas las personas oferentes en el “Sistemas de Gestión y de Depósito Judicial”, por lo que se tuvo que plantear una reconsideración ya que era imposible e insostenible.

-0-

 

SE ACUERDA: 1.) Designar a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial para que le consulte a la Mag. Iris Roció Rojas Morales sobre cuál es la petición correcta. 2.) Solicitar al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, una reconsideración por cuanto a las dificultades que tendría la Escuela Judicial en capacitar a las personas que forman parte de la lista de elegibles en todas las materias, que no hayan sido nombrados, ya que por un tema de recursos resulta imposible tener una Escuela Judicial abierta para todas estas personas. Que dicha medida sería inalcanzable. ACUERDO FIRME.”
-0-

Al respecto se debe aclarar que este Consejo, al conocer el acuerdo del Consejo Superior, se refería a un curso de inducción que lo llevaran las personas que resultaran elegibles y que sean de nuevo ingreso a la Judicatura  en las diferentes materias, antes de ser nombradas.

Según señala el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, ese órgano no cuenta con los recursos para capacitar a las personas que forman parte de la lista de elegibles en todas las materias y que no hayan sido nombradas, por tal dificultad, lo procedente es comunicar al Consejo Superior, que en el aseguramiento, resguardo y el buen manejo de los fondos públicos puestos al encargo de esta institución, no es posible brindar ese tipo de capacitación.  

SE ACORDÓ: Comunicar al consejo superior que no es posible brindar capacitación a las personas que forman parte de la lista de elegibles en todas las materias y que no hayan sido nombradas.”

-0-

SE ACUERDA: Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial de Costa Rica, toma nota del anterior acuerdo. ACUERDO FIRME. 

-0-
ARTÍCULO XI
Oficio nº. 13095-15 del 26 de noviembre del 2015, del Gustavo Barquero Morales, prosecretario general, Secretaría General de la Corte, suscrito a la Licda. Karol Monge Molina, subdirectora interina, Dirección Jurídica, que dice: 

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 99-15 celebrada el 10 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO LII

Documento 11021-11, 13518-15, 13569-15

Mediante oficio Nº 108-CD/EJ-2015 del 19 de octubre de 2015, recibido el 30 de octubre de 2015, la servidora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria de la Escuela Judicial, hizo de conocimiento el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión ordinaria Nº 12-2015 del 29 de setiembre de 2015, artículo V, que literalmente dice:

· “Oficio nº. 9110-15,  del 27 de agosto de 2015, suscrito por el Lic. Gustavo Barquero Morales, Prosecretario General, de la Corte Suprema de Justicia,  a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial,  en que comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 71-15 del 06 agosto del año en 2015,  que dice:

“ARTÍCULO CXVII

DOCUMENTO Nº 11021-11, 9182-15

En sesión Nº 51-15 celebrada el 2 de junio de 2015, artículo LVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX,  se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión de Corte Plena Nº 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2011, artículo XIX, previamente a resolver lo que correspondiera, remitió a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, el “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esa Corte.

Seguidamente, en sesión Nº 15-13 del 15 de abril del año en curso, artículo XII, la Corte Plena tuvo por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y del Magistrado González, los cuales fueron remitidos a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emitiera las consideraciones que estimara pertinente. Además, conforme lo recomendó la Sala Segunda, la Corte Plena concedió audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales sobre el contenido del citado proyecto.

Finalmente, en Sesión Nº 29-13 del 1 de julio del año en curso, artículo XIII, una vez recibidas las observaciones de las siguientes asociaciones: Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, Asociación Psicólogos del Poder Judicial, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), la Corte Plena las trasladó al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y emitiera las consideraciones que estimara pertinentes, conforme a lo solicitado en sesión Nº 15-13 del 15 de abril del año en curso, artículo XII.

Relacionado con lo anterior, el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº 21-CD-EJ-13 del 28 de agosto del año en curso, recibido el 16 de setiembre en curso, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, en que dispuso: “Remitir este asunto al Consejo Superior con la atenta solicitud de que su oficina de asesoría jurídica emita un criterio sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador”.

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, al licenciado Carlos Mora Rodríguez, Profesional en Derecho 3 de la Secretaría General de la Corte, para que emita el pronunciamiento que se solicita.”
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Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a la Dirección Jurídica, mediante oficio Nº 3185-15 del 25 de marzo de 2015, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitiera el informe solicitado en la sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y defina un plazo prudencial para su remisión. 

Relacionado con lo anterior, informa la Secretaría General, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección Jurídica.

Se acordó: Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte, por consiguiente reiterar a la Dirección Jurídica, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda el informe que se encuentra pendiente solicitado en sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX. Se declara firme este acuerdo.”

· 0 -

Por medio de oficio Nº DJ-AJ-803-2015 del 30 de julio de 2015, la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina, comunicó:

“En el oficio n.° 5756-15 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 4 de junio de 2015, se puso en conocimiento de la Licda. Karol Monge Molina, Sub Directora interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 51-15 celebrada el 2 de junio del año en curso (artículo LVIII), para los fines consiguientes. En la referida sesión se acordó: “…tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte, por consiguiente reiterar a la Dirección Jurídica, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda el informe que se encuentra pendiente solicitado en sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX...”. Al respecto se hacen las siguientes consideraciones: 

I- Gestión de la parte 

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº 21-CD-EJ-13 del 28 de agosto del 2013, recibido el 16 de setiembre de 2013 en curso, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión n.° 4-13 del 21 de agosto de ese año, artículo VII, en que dispuso: “Remitir este asunto al Consejo Superior con la atenta solicitud de que su oficina de asesoría jurídica emita un criterio sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador”.

II- Antecedentes:

En sesión de Corte Plena Nº 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2011, artículo XIX, previamente a resolver lo que correspondiera, remitió a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, el “Proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esa Corte.

Seguidamente, en sesión n.º 15-13 del 15 de abril de 2013, artículo XII, la Corte Plena tuvo por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y del Magistrado González, los cuales fueron remitidos a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emitiera las consideraciones que estimara pertinente. Además, conforme lo recomendó la Sala Segunda, la Corte Plena concedió audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales sobre el contenido del citado proyecto.

Asimismo, en sesión n.º 29-13 del 1 de julio de 2013, artículo XIII, una vez recibidas las observaciones de las siguientes asociaciones: Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, Asociación Psicólogos del Poder Judicial, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), la Corte Plena las trasladó al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y emitiera las consideraciones que estimara pertinentes, conforme a lo solicitado en sesión n.º 15-13 del 15 de abril de 2013, artículo XII.

El Consejo Superior en Sesión n.° 91-13 del 24 de setiembre de 2013, artículo LIX,  se acordó: Trasladar el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, al licenciado Carlos Mora Rodríguez, Profesional en Derecho 3 de la Secretaría General de la Corte, para que emita el pronunciamiento que se solicita.

Finalmente, el Consejo Superior en sesión 51-15 del 2 de junio de 2015, artículo LVIII, Se acordó: -entre otros- Reiterar a la Dirección Jurídica, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda el informe que se encuentra pendiente solicitado en sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX.

III- Normativa Aplicable al Caso en Estudio:

Los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial disponen lo siguiente: 

Artículo 27.- El régimen disciplinario de la Escuela estará a cargo del Director quien, antes de resolver lo que corresponda, deberá oír personalmente al alumno. Los pronunciamientos a este respecto serán apelables para ante el Consejo Directivo, dentro del tercer día desde la comunicación por escrito. 

La imposición de una sanción disciplinaria no afecta la relación laboral para con el Poder Judicial, pero será comunicada a la Corte Plena, a la Inspección Judicial o al Departamento de Personal, según corresponda, para que -si es del caso- se resuelva sobre la situación del alumno, como funcionario o empleado. 

Artículo 28.- Las sanciones disciplinarias aplicables son: 

a) Advertencia o apercibimiento. 

b) Reprensión. 

c) Expulsión temporal de la escuela, la cual no podrá ser superior a un mes y conllevara la retención del salario como estudiante. 

ch) Expulsión definitiva. 

IV. Jurisprudencia de interés. 

1.- La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, voto número 10387-00 de las ocho  horas y cincuenta y ocho minutos del veinticuatro de noviembre del dos mil, señaló:

“...el principio de tipicidad constituye un principio fundamental en la responsabilidad disciplinaria, pero no en la misma forma en que ámbito jurídico-penal, ya que los principios “nullum crimen sine lege”, “nullum poena sine lege” no tiene la rigidez y exigencia que les caracteriza en el derecho penal sustantivo, por cuanto la actividad sancionatoria de índole penal y la índole disciplinaria corresponden a campos jurídicos diferentes, y los parámetros de discrecionalidad que son propios del ejercicio de la potestad disciplinaria administrativa son más amplios que los de la potestad sancionatoria penal del Estado (...) En el derecho disciplinario, en razón del fin que se persigue, cual es la protección del orden social general, y de la materia que regula -la disciplina-, la determinación de la infracción disciplinaria es menos exigente que la sanción penal, ya que comprende hechos que pueden ser calificados como violación de los deberes del funcionamiento que en algunas legislaciones no están tipificados y, en otras sí..." 

2.-Sobre el tema, la Sala Constitucional, en el voto n.° 0364-95 de las dieciocho horas del dieciocho de enero de mil novecientos noventa y cinco indicó:

“Así las cosas, existe una independencia de vías entre lo penal y lo administrativo, pues ninguna está en principio subordinada a la otra en virtud de que gozan de autonomía; sin embargo, a pesar de que la palabra autonomía evoca la idea de independencia que no significa necesariamente independencia en todos los aspectos, no implica tampoco el aislamiento de una determinada rama jurídica del resto que conforma el todo llamado ordenamiento jurídico.

Precisamente, el punto de análisis configura un buen ejemplo de complementación entre dos regímenes sancionatorios, pues la administrativa en este caso concreto necesita de la certeza y la seguridad jurídica que otorga el proceso penal, para poder imputar un determinado ilícito al abogado, y configurarse con ello una de las causales de suspensión del ejercicio profesional.

Por consiguiente, no existe en la especie el vicio de inconstitucionalidad por violación al principio del non bis in ídem, ni a la libertad de trabajo.”

V- Análisis de la potestad sancionatoria de la Escuela Judicial.

Analizado el cuadro normativo y jurisprudencia citada, tratándose de asuntos de índole académico, la aplicación del régimen disciplinario le corresponde a la Escuela Judicial, pues de acuerdo con  lo establecido en el artículo 27 de la Ley de Creación de esa dependencia, que expresa: “[…] El régimen disciplinario de la Escuela estará a cargo del Director quien, antes de resolver lo que corresponda, deberá oír personalmente al alumno. Los pronunciamientos a este respecto serán apelables para ante el Consejo Directivo, dentro del tercer día desde la comunicación por escrito […]” 

De modo que, la Ley constitutiva de la Escuela Judicial y su Reglamento realizan una adecuada diferenciación entre lo que es una sanción de índole académica y lo que podría ser una sanción de corte disciplinario en el ámbito laboral, sin existir una violación al principio non bis in ídem, como lo señaló la Sala Constitucional al referirse a la distinción entre la responsabilidad penal y la administrativa.

Así pues dicha normativa  exige, en cuanto a la situación de la alumna o alumno como persona funcionaria de éste Poder de la República, que la sanción impuesta sea comunicada a la Corte Plena, a la Inspección Judicial o al Departamento de Personal (hoy día denominado Dirección de Gestión Humana) según corresponda, para que estas dependencias determinen si la conducta sancionada encuadra dentro de alguno de los supuestos o  faltas disciplinarias establecidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial, las cuales han de establecer la eventual responsabilidad disciplinaria de la persona funcionaria o empleada judicial, siempre que su conducta estuviese tipificada como falta administrativa susceptible de la sanción respectiva. 

VI- Análisis del Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial.

El texto del citado proyecto de reglamento sometido a análisis literalmente dice:

“REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas

Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente y de manera temporal de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.

Artículo 5. Faltas Gravísimas

Se consideran faltas académicas gravísimas:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones.

f) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial, durante la realización de una actividad académica o prueba evaluativa organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses. En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

Cuando proceda una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias

La persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación, mediante informe escrito y debidamente sustanciado, hará traslado a su jefatura, las situaciones que sean de su conocimiento, que a su criterio constituyan una probable falta de las contenidas en este reglamento. Dicho informe deberá contener una descripción de los hechos y referencia de las probanzas que los respalden.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe al Director o Directora de la Escuela Judicial. 

En caso de considerar que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos.

Artículo 9: Del procedimiento

La investigación de la comisión de las faltas aquí descritas, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por el Director o Directora de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública

Artículo 11. Acto Inicial

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.

En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

Una vez iniciada la diligencia, en caso de ser procedente, se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.

Cuando no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal. En caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las diligencias probatorias que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada, si lo tuviera.

Artículo 13. Acto Final

Terminada la comparecencia el órgano director del procedimiento deberá mediante acto fundado, dictar el acto final de manera oral en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 14. Incomparecencia

Si la persona investigada, o alguna de las demás citadas, no se presentan a la audiencia sin ofrecer una justificación válida, el órgano director analizará las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 15. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades materiales, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita.

De los recursos

Artículo 16. Recurso de Apelación

En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del acto final. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 17. Resolución de recursos

El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. 

Este último órgano resolverá dicho recurso en el plazo de 30 días naturales.

Disposiciones finales

Artículo 18. Duración del Procedimiento

El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución firme en el plazo ordenatorio de los 90 días hábiles posteriores a su iniciación.”

Para los efectos del Plan en estudio particularmente interesa el artículo 11,  en donde regula el plazo en que se debe llevar a cabo la audiencia oral, resulta confuso en el sentido de que se indica […] al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.[…], dicho plazo contradice con lo dispuesto en el artículo 311 de la Ley General de Administración Pública, en donde establece que la “citación a la comparecencia oral deberá hacerse con quince días de anticipación”, por lo que se debe proceder a readecuar el plazo reglamentario a efecto de que sea respetuoso de lo establecido legalmente. 

Es importante indicar que con respecto a los plazos se mencionan los siguientes:

· Una vez conocida la falta se cuenta con noventa días para instruir todo el proceso.

· Para resolver la apelación treinta días.

· Para el dictado de la resolución tres días.

· Para señalar medio de notificación tres días.

Sin embargo, no se mencionan plazos de prescripción para la falta cometida, lo cual se encuentra contemplado en todo proceso o procedimiento. Debido que es importante dejar este aspecto claro en el reglamento que plazo tiene la Escuela Judicial para el inicio de los procedimientos sancionatorios y la consecuencia de no hacerlo dentro de ese lapso. Esto último deberá determinarse tanto en la instrucción del asunto como en el dictado del acto final.

Seguidamente, es importante incluir en el Reglamento, a quién le corresponde imponer las sanciones; tampoco se establece que  pasa en los casos de reincidencia. Se considera que deben tomarse en cuenta las anteriores sanciones las cuales deben registrarse, al efecto es importante que se indique el período de tiempo durante el cual se deben tenerse registradas esas sanciones.

Además, se debe incluir una disposición que señale expresamente quien debe realizar la comunicación a la Inspección Judicial a las Jefaturas para que se ejerzan el Régimen disciplinario, en caso de que corresponda. 

Finalmente, analizado el cuadro fáctico, normativo y jurisprudencial expuesto, se concluye que no existe una doble sanción en el hecho de que la Escuela Judicial aplique el Régimen Sancionatorio en las personas servidoras o aspirantes que se capacitan, pues esto es en el marco de la Capacitación y no en el Ámbito Disciplinario, por lo que no existe inconveniente convencional, constitucional o legal de tal proceder. 

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.”
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Se acordó: Tomar nota del informe de la Dirección Jurídica que contiene el proyecto de “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL” y remitirlo a la Escuela Judicial para su análisis y realice las observaciones que considere pertinentes y remita a este Consejo el  proyecto final.”
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Oficio nº. Nº 10186-15, del 21 de setiembre de 2015, de la Sra. Yacira Segura Guzmán, Prosecretaria General, Secretaria General de la Corte Suprema, suscrito a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, que dice:

Con instrucciones de la Secretaria General de la Corte, licenciada Silvia Navarro Romanini y en atención a su oficio N° EJ-DIR-240-2015, de 16 de setiembre del año en curso, en que solicita una prórroga para rendir el informe requerido por el Consejo Superior en la sesión N° 71-15, celebrada el 6 de agosto de 2015, artículo CXVII, comunicado a la Dirección a su cargo, mediante el oficio Nº 9110-15, muy respetuosamente le indico que se le concede una prórroga hasta el 1 de octubre del año en curso. 

-0-

El M. Sc. Raymond Porter Aguilar, especialista docente de la Escuela Judicial, expresa a las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial que se trabajó en la revisión final el texto del reglamento de manera conjunta con participación de: la Escuela Judicial, la Unidades de Capacitación: del Ministerio Público, de la Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial y el  Departamento de Gestión Humana. 

Señala que se atendieron las recomendaciones de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, así como las observaciones de las entidades representadas en revisión final el texto. Sin embargo, que durante este proceso surgió la necesidad de someter al conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, sobre mantener o no la previsión respecto a la posibilidad de conciliar cierto tipo de sanciones, pues ello impacta la redacción de diversas normas del reglamento.

Expone los avances realizados en cuanto a la revisión de dicho Reglamento, el cual se describe a continuación:

	REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO 

DEL PODER JUDICIAL

	Artículo 1. Objetivo y fines
Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas
Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves
Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente, y aún de manera temporal, de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves
Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, a la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.
c) La comisión de una falta leve, cuando la persona investigada hubiera sido sancionada anteriormente por otras dos faltas leves, o la comisión de 3 o más faltas leves, que deban ser sancionadas simultáneamente.
 Artículo 5. Faltas Muy Graves
Se consideran faltas académicas muy graves:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativo bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones.

f) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial, durante la realización de una actividad académica o prueba _evaluativa organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.
g) La comisión de una falta grave, cuando la persona investigada hubiera sido sancionada anteriormente por otras dos faltas graves, o la comisión de 3 o más faltas graves que deban ser sancionadas simultáneamente.
De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción
La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. Esta comunicación deberá ser realizada por la Dirección de la Escuela Judicial.
Artículo 7. Tipos de sanciones
Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses. En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

Cuando proceda, una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.
Corresponderá a al Dirección de la Escuela Judicial, llevar un registro de las sanciones académicas impuestas. Este registro tendrá vigencia de dos años, a partir de la vigencia de la sanción.
El licenciado Juan Carlos propone que se elimine la frase “Cuando proceda, una copia  de la resolución final quedará en el expediente de la actividad”.   Se aprueba. 

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias 
La persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación, mediante informe escrito y debidamente sustanciado, hará traslado a su jefatura, las situaciones que sean de su conocimiento, que a su criterio constituyan una probable falta de las contenidas en este reglamento. Dicho informe deberá contener una descripción de los hechos y referencia de las probanzas que los respalden.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe al Director o Directora de la Escuela Judicial. 

En caso de considerar que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos en el término de cinco días hábiles, caso contrario no se proseguirá con el trámite correspondiente.
La investigación de la comisión de las faltas aquí descritas, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

SE PROPONE ELIMINARE ESTE ARTÍCULO.

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento
El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por LA PERSONA DIRECTORA  de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública.

Artículo 11. ACTO INICIAL

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos diez quince días hábiles después de la comunicación del acto inicial. O bien, dictar la resolución que corresponda ante la improcedencia o prescripción de la falta.
En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto acto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral
La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

Una vez iniciada la diligencia, en caso de ser procedente, se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.

Cuando no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal. En caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las diligencias probatorias que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada.

Artículo 13. Acto Final

Terminada la comparecencia el órgano director del procedimiento deberá, de manera fundamentada, mediante acto fundado, dictar el acto la resolución final de manera oral en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 14. Incomparecencia
Si la persona investigada, o alguna de las demás citadas, no se presentan a la audiencia sin ofrecer una justificación válida, el órgano director analizará las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 15. Documentación de la audiencia.
La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades materiales, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita.

De los recursos

Artículo 16. Recurso de Apelación
En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del acto final. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 17. Resolución de recursos
El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. 

Este último órgano resolverá dicho recurso en el plazo de 30 días naturales.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 18. Prescripción

La acción para investigar la falta académica, deberá iniciarse dentro del mes siguiente a la fecha en que quien deba levantar el informe al que hace referencia el artículo 8 del presente reglamento, tenga conocimiento de los hechos.
Artículo 19 18. Duración del Procedimiento
El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución firme en el plazo ordenatorio de los 90 días hábiles posteriores a su iniciación.”


	Artículo 1. Objetivo y fines
Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio en actividades académicas existente entre las personas participantes en éstas, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imponer sanciones cuando corresponda, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas
Las faltas académicas en que incurran las personas participantes en las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.
Artículo 3. Faltas Leves
Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente, de manera temporal, de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma. Retirarse injustificadamente de la actividad académica, después de firmar la lista de asistencia

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas, instalaciones y materiales que utilicen la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves
Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización del gestor o gestora de capacitación, la Dirección de la Escuela Judicial, la Jefatura de la Unidad de Capacitación correspondiente o Consejo Superior, a la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las Unidades de Capacitación para fines ajenos a los académicos, de investigación o para la atención de los asuntos urgentes  propios de su cargo.
c) La comisión de una falta leve, cuando la persona investigada hubiera sido sancionada anteriormente por otras dos faltas leves en una misma actividad académica, o la comisión de tres o más faltas leves, que se comprueben dentro de un mismo procedimiento sancionatorio, cometidas dentro de una misma actividad académica.

 NOTA: sobre el inciso c, el M.Sc. Juan Carlos Morales considera que ese inciso debería eliminarse del todo, pues se violentaría el non bis in idem, en virtud del voto de la Sala Constitucional N°5924-2007, de las 12:28 minutos del 27 de abril del 2007. Salva su voto.

El M.Sc. Raymond Porter indica que este tipo de normativa es la que se contempla en los numerales: 191 inciso 8 y 192 inciso 7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuyo cometido es sancionar más rigurosamente a quien reincide en faltas, aún leves. O bien, cuando una persona ha presuntamente ha incurrido en más de tres faltas leves que deben tramitarse bajo una misma investigación (supuesto análogo a la temática del concurso de delitos en materia penal). Estima que la resolución N°5924-2007 Sala Constitucional, se refiere al uso de supuestas faltas (no sancionadas) como elemento para agravar la sanción. Lo cual es diferente a lo que plantea esta norma.

Artículo 5. Faltas Muy Graves
Se consideran faltas académicas muy graves:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativo bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, discriminar, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Alterar una calificación  u obtener un beneficio académico ilegítimo propio o para otra persona participante.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como instrumentos de evaluación o registros de calificaciones, en beneficio propio o de otras personas. 

g) La comisión de una falta grave, cuando la persona investigada hubiera sido sancionada anteriormente por otras dos faltas graves, o la comisión de tres o más faltas leves, que se comprueben dentro de un mismo procedimiento sancionatorio, cometidas dentro de una misma actividad académica. 

Nota: se consigna la misma objeción por parte del M.Sc. Juan Carlos Morales respecto al inciso c del artículo 4.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción
La imposición de una sanción académica no afecta la relación laboral según el Estatuto del Servidor Judicial, de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. Esta comunicación deberá ser realizada por la Dirección de la Escuela Judicial.
Artículo 7. Tipos de sanciones
Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal. 

b) Las faltas graves podrán ser sancionadas desde una amonestación escrita hasta la exclusión temporal de uno a seis meses, de las actividades de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación, dependiendo de la gravedad de la falta. 

En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas muy graves se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

Cuando proceda, una copia se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.
ARTÍCULO NUEVO 
Artículo 8.- REGISTRO DE LAS SANCIONES:

Corresponderá a la Dirección de la Escuela Judicial llevar un registro general de las sanciones académicas impuestas e informar a las Unidades  de Capacitación de las sanciones del personal de la respectiva instancia. La vigencia de la anotación de las sanciones en este registro, será por un máximo de dos años a partir de la firmeza de la resolución que la impuso. 

NOTA: SE DEBERÁ CORRER LA NUMERACIÓN.

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias 
Cualquier persona que tenga conocimiento de una conducta que pueda ser considerada como falta en los términos de este reglamento, podrá ponerlo en conocimiento de la persona que gestiona la actividad de capacitación; quien deberá comunicarlo de inmediato a su jefatura y en un plazo máximo de cinco días hábiles presentará un informe escrito que contenga una descripción de los hechos y  referencia a las pruebas que los respalden.

La persona encargada de facilitar o dar seguimiento de la actividad académica, cuando tenga conocimiento de una posible falta, que haya ocurrido durante su ejercicio o seguimiento académico, en todos los casos, deberá comunicarlo, a quien gestione la actividad académica, paro lo de su cargo.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe a la Dirección de la Escuela Judicial. 

En caso de que la Dirección de la Escuela Judicial, considere que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos en el término de cinco días hábiles, caso contrario no se proseguirá con el trámite correspondiente.
Artículo 9: Del procedimiento

NOTA: SE PROPONE ELIMINAR ESTE ARTÍCULO.

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento
El órgano director del procedimiento estará constituido por la persona Directora  de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública.

Artículo 11. ACTO INICIAL
Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos diez quince días hábiles después de la comunicación del acto inicial. O bien, dictar la resolución que corresponda ante la improcedencia o prescripción de la falta.
En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto acto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.
Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral
La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.
El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

Una vez iniciada la diligencia, en caso de ser procedente, se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.
Cuando no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.
TEMAS A SER PLANTEADOS AL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN:
1).- Necesidad de modificar el articulado para prever la participación, de la persona que resulte inmediatamente ofendida a consecuencia de la Falta (sea participante, facilitador, u otro tipo de relación con el proceso de capacitación
2).- Condición Necesaria, para que se considere la posibilidad de acuerdos conciliatorios. 

3).- CONSIDERAR REGIMEN SANCIONATORIO EN RELACIÓN A LOS CONTRATOS FIAJ Y OTROS
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SE ACUERDA: 1). La no inclusión de la posibilidad de conciliación en el “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO, DEL PODER JUDICIAL”, ya que en la materia sancionatoria administrativa, no tiene asidero. No obstante, que se consulte a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal acerca de su criterio  en cuanto al tema restaurativo.  Del mismo modo,  el  Doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante de este Consejo Directivo, se estará incorporando al equipo de trabajo conformado por la Escuela Judicial, las Unidades de Capacitación: del Ministerio Público, de la Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial y el  Departamento de Gestión Humana, a efectos de incorporar en la versión final de este reglamento, su visión como experto en la materia de Derecho Público, aleatoria a la Ley General de la Administración Pública, así como a las partes accesorias del proceso. 2.) Delegar a la Dirección de la Escuela Judicial para que gestione ante el Consejo Superior del Poder Judicial, una nueva prórroga, al 30 de octubre del presente año, para la remisión de la propuesta de Reglamento.  El Consejo Directivo de la Escuela Judicial estudiará y aprobará la propuesta final, para su posterior envío al Consejo Superior del Poder Judicial, en el nuevo plazo otorgado. 3.) Solicitar al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial valorar la posibilidad de que las pruebas psicológicas a las personas participantes del Programa para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), sea realizada al inicio del proceso de selección, por las consecuencias que tiene la perdida de dicha prueba y de los recursos. 4.) Que deberá realizarse la revisión de los contratos de adiestramientos de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación, mediante la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para su actualización y vinculación con el “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO, DEL PODER JUDICIAL”, una vez esté aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial. ACUERDO FIRME.”
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Asimismo, la servidora Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº 134-CD/EJ-2015 del 30 de octubre de 2015, hizo de conocimiento el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión ordinaria Nº 15-2015 del 30 de octubre de 2015, artículo IV, que literalmente dice:

· “Oficio nº. 9110-15,  del 27 de agosto de 2015, suscrito por el Lic. Gustavo Barquero Morales, Prosecretario General, de la Corte Suprema de Justicia,  a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial,  en que comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 71-15 del 06 agosto del año en 2015,  que dice:

“ARTÍCULO CXVII

DOCUMENTO Nº 11021-11, 9182-15

En sesión Nº 51-15 celebrada el 2 de junio de 2015, artículo LVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX,  se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión de Corte Plena Nº 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2011, artículo XIX, previamente a resolver lo que correspondiera, remitió a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, el “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esa Corte.

Seguidamente, en sesión Nº 15-13 del 15 de abril del año en curso, artículo XII, la Corte Plena tuvo por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y del Magistrado González, los cuales fueron remitidos a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emitiera las consideraciones que estimara pertinente. Además, conforme lo recomendó la Sala Segunda, la Corte Plena concedió audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales sobre el contenido del citado proyecto.

Finalmente, en Sesión Nº 29-13 del 1 de julio del año en curso, artículo XIII, una vez recibidas las observaciones de las siguientes asociaciones: Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, Asociación Psicólogos del Poder Judicial, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), la Corte Plena las trasladó al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y emitiera las consideraciones que estimara pertinentes, conforme a lo solicitado en sesión Nº 15-13 del 15 de abril del año en curso, artículo XII.

Relacionado con lo anterior, el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº 21-CD-EJ-13 del 28 de agosto del año en curso, recibido el 16 de setiembre en curso, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, en que dispuso: “Remitir este asunto al Consejo Superior con la atenta solicitud de que su oficina de asesoría jurídica emita un criterio sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador”.

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, al licenciado Carlos Mora Rodríguez, Profesional en Derecho 3 de la Secretaría General de la Corte, para que emita el pronunciamiento que se solicita.”
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Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a la Dirección Jurídica, mediante oficio Nº 3185-15 del 25 de marzo de 2015, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitiera el informe solicitado en la sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y defina un plazo prudencial para su remisión. 

Relacionado con lo anterior, informa la Secretaría General, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección Jurídica.

Se acordó: Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte, por consiguiente reiterar a la Dirección Jurídica, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda el informe que se encuentra pendiente solicitado en sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX. Se declara firme este acuerdo.”
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Por medio de oficio Nº DJ-AJ-803-2015 del 30 de julio de 2015, la licenciada Karol Monge Molina, Subdirectora Jurídica interina, comunicó:

“En el oficio n.° 5756-15 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 4 de junio de 2015, se puso en conocimiento de la Licda. Karol Monge Molina, Sub Directora interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 51-15 celebrada el 2 de junio del año en curso (artículo LVIII), para los fines consiguientes. En la referida sesión se acordó: “…tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte, por consiguiente reiterar a la Dirección Jurídica, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda el informe que se encuentra pendiente solicitado en sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX...”. Al respecto se hacen las siguientes consideraciones: 

I- Gestión de la parte 

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº 21-CD-EJ-13 del 28 de agosto del 2013, recibido el 16 de setiembre de 2013 en curso, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión n.° 4-13 del 21 de agosto de ese año, artículo VII, en que dispuso: “Remitir este asunto al Consejo Superior con la atenta solicitud de que su oficina de asesoría jurídica emita un criterio sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador”.

II- Antecedentes:

En sesión de Corte Plena Nº 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2011, artículo XIX, previamente a resolver lo que correspondiera, remitió a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, el “Proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esa Corte.

Seguidamente, en sesión n.º 15-13 del 15 de abril de 2013, artículo XII, la Corte Plena tuvo por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y del Magistrado González, los cuales fueron remitidos a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emitiera las consideraciones que estimara pertinente. Además, conforme lo recomendó la Sala Segunda, la Corte Plena concedió audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales sobre el contenido del citado proyecto.

Asimismo, en sesión n.º 29-13 del 1 de julio de 2013, artículo XIII, una vez recibidas las observaciones de las siguientes asociaciones: Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, Asociación Psicólogos del Poder Judicial, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), la Corte Plena las trasladó al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y emitiera las consideraciones que estimara pertinentes, conforme a lo solicitado en sesión n.º 15-13 del 15 de abril de 2013, artículo XII.

El Consejo Superior en Sesión n.° 91-13 del 24 de setiembre de 2013, artículo LIX,  se acordó: Trasladar el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, al licenciado Carlos Mora Rodríguez, Profesional en Derecho 3 de la Secretaría General de la Corte, para que emita el pronunciamiento que se solicita.

Finalmente, el Consejo Superior en sesión 51-15 del 2 de junio de 2015, artículo LVIII, Se acordó: -entre otros- Reiterar a la Dirección Jurídica, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda el informe que se encuentra pendiente solicitado en sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX.

III- Normativa Aplicable al Caso en Estudio:

 
Los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial disponen lo siguiente: 

Artículo 27.- El régimen disciplinario de la Escuela estará a cargo del Director quien, antes de resolver lo que corresponda, deberá oír personalmente al alumno. Los pronunciamientos a este respecto serán apelables para ante el Consejo Directivo, dentro del tercer día desde la comunicación por escrito. 

La imposición de una sanción disciplinaria no afecta la relación laboral para con el Poder Judicial, pero será comunicada a la Corte Plena, a la Inspección Judicial o al Departamento de Personal, según corresponda, para que -si es del caso- se resuelva sobre la situación del alumno, como funcionario o empleado. 

Artículo 28.- Las sanciones disciplinarias aplicables son: 

a) Advertencia o apercibimiento. 

b) Reprensión. 

c) Expulsión temporal de la escuela, la cual no podrá ser superior a un mes y conllevara la retención del salario como estudiante. 

ch) Expulsión definitiva. 

IV. Jurisprudencia de interés. 

1.- La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, voto número 10387-00 de las ocho  horas y cincuenta y ocho minutos del veinticuatro de noviembre del dos mil, señaló:

“...el principio de tipicidad constituye un principio fundamental en la responsabilidad disciplinaria, pero no en la misma forma en que ámbito jurídico-penal, ya que los principios “nullum crimen sine lege”, “nullum poena sine lege” no tiene la rigidez y exigencia que les caracteriza en el derecho penal sustantivo, por cuanto la actividad sancionatoria de índole penal y la índole disciplinaria corresponden a campos jurídicos diferentes, y los parámetros de discrecionalidad que son propios del ejercicio de la potestad disciplinaria administrativa son más amplios que los de la potestad sancionatoria penal del Estado (...) En el derecho disciplinario, en razón del fin que se persigue, cual es la protección del orden social general, y de la materia que regula -la disciplina-, la determinación de la infracción disciplinaria es menos exigente que la sanción penal, ya que comprende hechos que pueden ser calificados como violación de los deberes del funcionamiento que en algunas legislaciones no están tipificados y, en otras sí..." 

2.-Sobre el tema, la Sala Constitucional, en el voto n.° 0364-95 de las dieciocho horas del dieciocho de enero de mil novecientos noventa y cinco indicó:

“Así las cosas, existe una independencia de vías entre lo penal y lo administrativo, pues ninguna está en principio subordinada a la otra en virtud de que gozan de autonomía; sin embargo, a pesar de que la palabra autonomía evoca la idea de independencia que no significa necesariamente independencia en todos los aspectos, no implica tampoco el aislamiento de una determinada rama jurídica del resto que conforma el todo llamado ordenamiento jurídico.

Precisamente, el punto de análisis configura un buen ejemplo de complementación entre dos regímenes sancionatorios, pues la administrativa en este caso concreto necesita de la certeza y la seguridad jurídica que otorga el proceso penal, para poder imputar un determinado ilícito al abogado, y configurarse con ello una de las causales de suspensión del ejercicio profesional.

Por consiguiente, no existe en la especie el vicio de inconstitucionalidad por violación al principio del non bis in ídem, ni a la libertad de trabajo.”

V- Análisis de la potestad sancionatoria de la Escuela Judicial.

Analizado el cuadro normativo y jurisprudencia citada, tratándose de asuntos de índole académico, la aplicación del régimen disciplinario le corresponde a la Escuela Judicial, pues de acuerdo con  lo establecido en el artículo 27 de la Ley de Creación de esa dependencia, que expresa: “[…] El régimen disciplinario de la Escuela estará a cargo del Director quien, antes de resolver lo que corresponda, deberá oír personalmente al alumno. Los pronunciamientos a este respecto serán apelables para ante el Consejo Directivo, dentro del tercer día desde la comunicación por escrito […]” 

De modo que, la Ley constitutiva de la Escuela Judicial y su Reglamento realizan una adecuada diferenciación entre lo que es una sanción de índole académica y lo que podría ser una sanción de corte disciplinario en el ámbito laboral, sin existir una violación al principio non bis in ídem, como lo señaló la Sala Constitucional al referirse a la distinción entre la responsabilidad penal y la administrativa.

Así pues dicha normativa  exige, en cuanto a la situación de la alumna o alumno como persona funcionaria de éste Poder de la República, que la sanción impuesta sea comunicada a la Corte Plena, a la Inspección Judicial o al Departamento de Personal (hoy día denominado Dirección de Gestión Humana) según corresponda, para que estas dependencias determinen si la conducta sancionada encuadra dentro de alguno de los supuestos o  faltas disciplinarias establecidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial, las cuales han de establecer la eventual responsabilidad disciplinaria de la persona funcionaria o empleada judicial, siempre que su conducta estuviese tipificada como falta administrativa susceptible de la sanción respectiva. 

VI- Análisis del Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial.

El texto del citado proyecto de reglamento sometido a análisis literalmente dice:

“REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas

Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente y de manera temporal de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.

Artículo 5. Faltas Gravísimas

Se consideran faltas académicas gravísimas:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones.

f) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial, durante la realización de una actividad académica o prueba evaluativa organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses. En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

Cuando proceda una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias

La persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación, mediante informe escrito y debidamente sustanciado, hará traslado a su jefatura, las situaciones que sean de su conocimiento, que a su criterio constituyan una probable falta de las contenidas en este reglamento. Dicho informe deberá contener una descripción de los hechos y referencia de las probanzas que los respalden.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe al Director o Directora de la Escuela Judicial. 

En caso de considerar que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos.

Artículo 9: Del procedimiento

La investigación de la comisión de las faltas aquí descritas, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por el Director o Directora de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública

Artículo 11. Acto Inicial

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.

En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

Una vez iniciada la diligencia, en caso de ser procedente, se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.

Cuando no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal. En caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las diligencias probatorias que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada, si lo tuviera.

Artículo 13. Acto Final

Terminada la comparecencia el órgano director del procedimiento deberá mediante acto fundado, dictar el acto final de manera oral en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 14. Incomparecencia

Si la persona investigada, o alguna de las demás citadas, no se presentan a la audiencia sin ofrecer una justificación válida, el órgano director analizará las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 15. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades materiales, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita.

De los recursos

Artículo 16. Recurso de Apelación

En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del acto final. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 17. Resolución de recursos

El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. 

Este último órgano resolverá dicho recurso en el plazo de 30 días naturales.

Disposiciones finales

Artículo 18. Duración del Procedimiento

El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución firme en el plazo ordenatorio de los 90 días hábiles posteriores a su iniciación.”

Para los efectos del Plan en estudio particularmente interesa el artículo 11,  en donde regula el plazo en que se debe llevar a cabo la audiencia oral, resulta confuso en el sentido de que se indica […] al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.[…], dicho plazo contradice con lo dispuesto en el artículo 311 de la Ley General de Administración Pública, en donde establece que la “citación a la comparecencia oral deberá hacerse con quince días de anticipación”, por lo que se debe proceder a readecuar el plazo reglamentario a efecto de que sea respetuoso de lo establecido legalmente. 

Es importante indicar que con respecto a los plazos se mencionan los siguientes:

· Una vez conocida la falta se cuenta con noventa días para instruir todo el proceso.

· Para resolver la apelación treinta días.

· Para el dictado de la resolución tres días.

· Para señalar medio de notificación tres días.

Sin embargo, no se mencionan plazos de prescripción para la falta cometida, lo cual se encuentra contemplado en todo proceso o procedimiento. Debido que es importante dejar este aspecto claro en el reglamento que plazo tiene la Escuela Judicial para el inicio de los procedimientos sancionatorios y la consecuencia de no hacerlo dentro de ese lapso. Esto último deberá determinarse tanto en la instrucción del asunto como en el dictado del acto final.

Seguidamente, es importante incluir en el Reglamento, a quién le corresponde imponer las sanciones; tampoco se establece que  pasa en los casos de reincidencia. Se considera que deben tomarse en cuenta las anteriores sanciones las cuales deben registrarse, al efecto es importante que se indique el período de tiempo durante el cual se deben tenerse registradas esas sanciones.

Además, se debe incluir una disposición que señale expresamente quien debe realizar la comunicación a la Inspección Judicial a las Jefaturas para que se ejerzan el Régimen disciplinario, en caso de que corresponda. 

Finalmente, analizado el cuadro fáctico, normativo y jurisprudencial expuesto, se concluye que no existe una doble sanción en el hecho de que la Escuela Judicial aplique el Régimen Sancionatorio en las personas servidoras o aspirantes que se capacitan, pues esto es en el marco de la Capacitación y no en el Ámbito Disciplinario, por lo que no existe inconveniente convencional, constitucional o legal de tal proceder. 

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.”
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Se acordó: Tomar nota del informe de la Dirección Jurídica que contiene el proyecto de “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL” y remitirlo a la Escuela Judicial para su análisis y realice las observaciones que considere pertinentes y remita a este Consejo el  proyecto final.”
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Oficio nº. Nº 10186-15, del 21 de setiembre de 2015, de la Sra. Yacira Segura Guzmán, Prosecretaria General, Secretaria General de la Corte Suprema, suscrito a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, que dice:

Con instrucciones de la Secretaria General de la Corte, licenciada Silvia Navarro Romanini y en atención a su oficio N° EJ-DIR-240-2015, de 16 de setiembre del año en curso, en que solicita una prórroga para rendir el informe requerido por el Consejo Superior en la sesión N° 71-15, celebrada el 6 de agosto de 2015, artículo CXVII, comunicado a la Dirección a su cargo, mediante el oficio Nº 9110-15, muy respetuosamente le indico que se le concede una prórroga hasta el 1 de octubre del año en curso. 

-0-

El CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL,  en la sesión ordinaria n.º 12-2015 del  veintinueve de setiembre del año 2015, en su ARTÍCULO V,   acuerda lo siguiente:

SE ACUERDA: 1). La no inclusión de la posibilidad de conciliación en el “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO, DEL PODER JUDICIAL”, ya que en la materia sancionatoria administrativa, no tiene asidero. No obstante, que se consulte a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal acerca de su criterio  en cuanto al tema restaurativo.  Del mismo modo,  el  Doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante de este Consejo Directivo, se estará incorporando al equipo de trabajo conformado por la Escuela Judicial, las Unidades de Capacitación: del Ministerio Público, de la Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial y el  Departamento de Gestión Humana, a efectos de incorporar en la versión final de este reglamento, su visión como experto en la materia de Derecho Público, aleatoria a la Ley General de la Administración Pública, así como a las partes accesorias del proceso. 2.) Delegar a la Dirección de la Escuela Judicial para que gestione ante el Consejo Superior del Poder Judicial, una nueva prórroga, al 30 de octubre del presente año, para la remisión de la propuesta de Reglamento.  El Consejo Directivo de la Escuela Judicial estudiará y aprobará la propuesta final, para su posterior envío al Consejo Superior del Poder Judicial, en el nuevo plazo otorgado. 3.) Solicitar al Consejo de la Judicatura del Poder Judicial valorar la posibilidad de que las pruebas psicológicas a las personas participantes del Programa para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), sea realizada al inicio del proceso de selección, por las consecuencias que tiene la perdida de dicha prueba y de los recursos. 4.) Que deberá realizarse la revisión de los contratos de adiestramientos de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación, mediante la Dirección Jurídica del Poder Judicial, para su actualización y vinculación con el “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO, DEL PODER JUDICIAL”, una vez esté aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial. ACUERDO FIRME.
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Oficio nº. 10796-15,  del 05 de octubre de 2015, suscrito por la Sra. Yacira Segura Guzmán, prosecretaria General, de la Corte Suprema de Justicia,  a la Licda. Kattia Escalante Barboza, subdirectora interina de la Escuela Judicial,  que dice:

Con instrucciones de la Secretaria General de la Corte, licenciada Silvia Navarro Romanini y en atención a su oficio N° EJ-DIR-257-2015, de 29 de setiembre del año en curso, en que solicita una prórroga para rendir el informe requerido por el Consejo Superior en la sesión N° 71-15, celebrada el 6 de agosto de 2015, artículo CXVII, comunicado a la Dirección a su cargo, mediante el oficio Nº 9110-15, muy respetuosamente le indico que se le concede una prórroga hasta el 31 de octubre del año en curso.

-0-

Se somete a la consideración las personas integrantes de este Consejo Directivo, la siguiente propuesta de “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO”, elaborado por el equipo de trabajo conformado por  el  Doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante de este Consejo Directivo y las Unidades de Capacitación: del Ministerio Público, de la Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial y el  Departamento de Gestión Humana, que se describe a continuación: 


 REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio en actividades académicas existente entre las personas participantes en éstas, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imponer sanciones cuando corresponda, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

NOTA  RESPECTO AL ARTICULO  “1”: El Dr. Álvaro Hernández Aguilar, integrante del Consejo Directivo, propone que se incluya en el art. 1) la frase: “…Sin perjuicio de otros procesos administrativos”.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas
Las faltas académicas en que incurran las personas participantes en las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.
Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Retirarse injustificadamente de la actividad académica, después de firmar la lista de asistencia

NOTA ACLARATORIA: Esta fue la redacción final del texto, que por error se envío resaltada en amarillo, la redacción previas fue lo que se acordó eliminar y sustituir por este texto.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas, instalaciones y materiales que utilicen la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización del gestor o gestora de capacitación, la Dirección de la Escuela Judicial, la Jefatura de la Unidad de Capacitación correspondiente o Consejo Superior, a la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las Unidades de Capacitación para fines ajenos a los académicos, de investigación o para la atención de los asuntos urgentes  propios de su cargo.

c) La comisión de una falta leve, cuando la persona investigada hubiera sido sancionada anteriormente por otras dos faltas leves en una misma actividad académica, o la comisión de tres o más faltas leves, que se comprueben dentro de un mismo procedimiento sancionatorio, cometidas dentro de una misma actividad académica.

 NOTA  RESPECTO AL INCISO “c”: sobre el inciso c, el M.Sc. Juan Carlos Morales considera que ese inciso debería eliminarse del todo, pues se violentaría el non bis in idem, en virtud del voto de la Sala Constitucional N°5924-2007, de las 12:28 minutos del 27 de abril del 2007. Salva su voto. El M.Sc. Sergio Valdelomar  coincide con la posición del M.Sc. Morales. 

El M.Sc. Raymond Porter indica que este tipo de normativa es la que se contempla en los numerales: 191 inciso 8 y 192 inciso 7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuyo cometido es sancionar más rigurosamente a quien reincide en faltas, aún leves. O bien, cuando una persona ha presuntamente ha incurrido en más de tres faltas leves que deben tramitarse bajo una misma investigación (supuesto análogo a la temática del concurso de delitos en materia penal). Estima que la resolución N°5924-2007 Sala Constitucional, se refiere al uso de supuestas faltas (no sancionadas) como elemento para agravar la sanción. Lo cual es diferente a lo que plantea esta norma.

Artículo 5. Faltas Muy Graves

Se consideran faltas académicas muy graves:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, discriminar, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Alterar una calificación  u obtener un beneficio académico ilegítimo propio o para otra persona participante.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como instrumentos de evaluación o registros de calificaciones, en beneficio propio o de otras personas. 

f) El incumplimiento de las cláusulas contenidas en los contratos de capacitación que se suscriban entre la Poder Judicial y las personas participantes.   

La comisión de una falta grave, cuando la persona investigada hubiera sido sancionada anteriormente por otras dos faltas graves, o la comisión de tres o más faltas leves, que se comprueben dentro de un mismo procedimiento sancionatorio, cometidas dentro de una misma actividad académica. 

Nota respesto (sic) al párrafo anterior: se consigna la misma objeción por parte del M.Sc. Juan Carlos Morales y el M.Sc Sergio Valdelomar, respecto al inciso c del artículo 4.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación laboral según el Estatuto del Servidor Judicial, de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. Esta comunicación deberá ser realizada por la Dirección de la Escuela Judicial.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal. 

b) Las faltas graves podrán ser sancionadas desde una amonestación escrita hasta la exclusión temporal de uno a seis meses, de las actividades de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación, dependiendo de la gravedad de la falta. 

En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas muy graves se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados. 

Lo anterior sin perjuicio de las consecuencias previstas en  las cláusulas contenidas en los contratos de capacitación que se suscriban entre la Poder Judicial y las personas participantes.
Cuando proceda, se informará a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.
Artículo 8.- Registro de las Sanciones.
Corresponderá a la Dirección de la Escuela Judicial llevar un registro general de las sanciones académicas impuestas e informar a las Unidades  de Capacitación de las sanciones al  personal de la respectiva instancia. La vigencia de la anotación de las sanciones en este registro, será por un máximo de dos años a partir de la firmeza de la resolución que la impuso. 

Del procedimiento

Artículo 9. Interposición de denuncias 

Cualquier persona que tenga conocimiento de una conducta que pueda ser considerada como falta en los términos de este reglamento, podrá ponerlo en conocimiento de la persona que gestiona la actividad de capacitación; quien deberá comunicarlo de inmediato a su jefatura y en un plazo máximo de cinco días hábiles presentará un informe escrito que contenga una descripción de los hechos y  referencia a las pruebas que los respalden.

La persona encargada de facilitar o dar seguimiento de la actividad académica, cuando tenga conocimiento de una posible falta, que haya ocurrido durante su ejercicio o seguimiento académico, en todos los casos, deberá comunicarlo, a quien gestione la actividad académica, paro lo de su cargo.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe a la Dirección de la Escuela Judicial. 

En caso de que la Dirección de la Escuela Judicial, considere que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos en el término de cinco días hábiles, caso contrario no se proseguirá con el trámite correspondiente.
Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento estará constituido por la persona Directora  de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública.

Artículo 11. ACTO INICIAL

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos quince días hábiles después de la comunicación del acto inicial. O bien, dictar la resolución que corresponda ante la improcedencia o prescripción de la falta.

En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada particular y acceder libremente al expediente. 

En este acto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento conforme con la Ley de Notificaciones Judiciales. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

ARTÍCULO 12. Contestación al traslado de cargos y ofrecimiento de prueba. 

En el mismo acto inicial, se otorgará el plazo de cinco días hábiles a la persona participante, quién deberá presentar un informe relacionado con el traslado de cargos en el que se referirá a los hechos atribuidos y ofrecerá la prueba pertinente y necesaria para la audiencia oral. 

 ARTÍCULO 13. Admisión de Pruebas. 

Una vez rendido el informe del artículo anterior, el órgano director del procedimiento admitirá la prueba pertinente y oportuna que será evacuada en la audiencia oral; en aras de salvaguardar el principio de la verificación real de los hechos.

Artículo 14. Audiencia Oral.

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de tres días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de oralidad, intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

La audiencia dará inicio con la recepción de la prueba admitida. En primer lugar se procederá con la recepción de la prueba de cargo y posteriormente con la de descargo.

Una vez finalizada la etapa de  recepción de prueba, se dará audiencia a la persona participante para que proceda a emitir su alegato conclusivo. 

NOTA CON RESPECTO AL ARTÍCULO 14: Observación del M.Sc. Sergio Valdelomar: estoy completamente de acuerdo en que la comparecencia oral se desarrolle en un solo acto, sin embargo en caso de que por lo complejo del caso o lo avanzado de la hora lo pertinente es utilizar la suspensión de la audiencia para continuarla posteriormente, siempre y cuando este lapso de tiempo no supere los tres días hábiles 
ARTÍCULO 15. Acto Final

Terminada la comparecencia, el órgano director del procedimiento deberá, de manera fundamentada, dictar la resolución final de forma escrita, para lo cual contará con el plazo de cinco días hábiles y se notificará lo decidido  en el lugar señalado al efecto.

Artículo 16. Incomparecencia

Si la persona investigada, o alguna de las demás citadas, no se presentan a la audiencia sin ofrecer una justificación válida dentro del plazo de cuarenta y ocho horas; el órgano director, superado el plazo indicado, procederá a evacuar y analizar las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente.

NOTA CON RESPECTO AL ARTÍCULO 16: Observación del M.Sc. Sergio Valdelomar: Considero muy importante revisar la redacción del artículo 16, pues indica que en caso de que la persona investigada no se presente a la audiencia, - que por cierto y de acuerdo a lo establecido por la Ley General de Administración Pública es oral y privada -, se indica que el órgano director evacuará y analizará las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente, lo cual me parece que es violatorio del principio defensa y del debido proceso que están consagrados a nivel constitucional. 

Artículo 17. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de audio y video. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades materiales, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

De los recursos

Artículo 18. Recurso de Apelación

En la comunicación de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa decisión, mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación de lo resuelto. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

NOTA CON RESPECTO AL ARTÍCULO 18: Observación del M.Sc. Sergio Valdelomar: considero importante incluir para la audiencia oral y privada el recurso de revocatoria y que forme parte de la gama de impugnaciones que establecerá este reglamento. 

Artículo 19. Resolución de recursos

El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. 

Este último órgano resolverá dicho recurso en el plazo de treinta días hábiles.

Disposiciones Finales 

Artículo 20. Prescripción

La acción para investigar la falta académica, prescribirá en un mes, cuando quien deba levantar el informe al que hace referencia el artículo 9 del presente reglamento, tenga conocimiento de los hechos y no lo haga dentro de ese plazo. 

Artículo 21. Duración del Procedimiento

El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución final, en el plazo ordenatorio de noventa días hábiles posteriores a su inicio.
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En referencia a la anterior propuesta “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”, en atención a lo acordado en la del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, sesión n .º 12-2015 del  veintinueve de setiembre del año 2015, ARTICULO V, en su punto “uno”, acerca del criterio de la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, sobre el tema restaurativo, expresa lo siguiente: 

“En cuanto a la aplicación de conciliación y justicia restaurativa desde mi visión aun en lesiones a bienes jurídico-penales se puede aplicar estos institutos, pero dependerá de la falta, pues si esta es constitutiva de delito, serán las autoridades correspondientes penales las que deban definirlo.   En todo caso, el Departamento legal emitirá un nuevo dictamen.”

El Dr. Álvaro Hernández Aguilar, integrante de este Consejo señala lo siguiente:

En términos generales estoy de acuerdo con el Reglamento sancionatorio. Sin embargo, propongo incluir en el artículo 1) la frase: “…Sin perjuicio de otros procesos administrativos”. Estoy de acuerdo con el M.Sc. Porter en que no se viola el NON BIS IDEN apreciado por el M. Sc Morales y M.Sc. Valdelomar.

El M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, integrante de este Consejo indica lo siguiente:

Mi voto es por aprobar el reglamento en su redacción final, con excepción del inciso c) del artículo 4 y el párrafo final del artículo 5, los cuales según mi criterio, deben ser eliminados.
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SE ACUERDA: Que en atención a lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión n°. 71-15 del 06 agosto de 2015,  ARTÍCULO CXVII, en donde se toma nota del informe de la Dirección Jurídica del Poder Judicial,  acerca del proyecto de “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”, y se remite a la Escuela Judicial para su análisis y respectivas observaciones que se consideren pertinentes, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial aprueba la anterior propuesta del “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”, y deja a consideración del Consejo Superior del Poder Judicial las anteriores observaciones. Comuníquese al Consejo Superior del Poder Judicial para su conocimiento. ACUERDO FIRME.”
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La Corte Plena en sesión Nº 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2011, artículo XIX, previamente a resolver lo correspondiente, remitió a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, el “Proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esa Corte.

Seguidamente, en sesión Nº 15-13 del 15 de abril de 2013, artículo XII, la Corte Plena tuvo por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y en ese momento del Magistrado González, los cuales fueron remitidos a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emitiera las consideraciones que estimara pertinente.

Además, conforme lo recomendó la Sala Segunda, la Corte Plena concedió audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales para que se refirieran al contenido del citado proyecto.

Luego, en sesión Nº 29-13 del 1 de julio de 2013, artículo XIII, una vez recibidas las observaciones de las siguientes asociaciones: Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, Asociación Psicólogos del Poder Judicial, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), la Corte Plena las trasladó al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y que emitiera las consideraciones que estimara pertinentes, conforme a lo solicitado en sesión Nº 15-13 del 15 de abril de 2013, artículo XII.

Por su parte, este Consejo en sesión Nº 91-13 celebrada el 6 de agosto de 2013, artículo LIX, previamente a resolver lo correspondiente, trasladó el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, al licenciado Carlos Mora Rodríguez, en ese momento Profesional en Derecho 3 de la Secretaría General de la Corte, para que emitiera un pronunciamiento sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador, respecto al “Proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”.

Después, en sesión Nº 51-15 del 2 de junio de 2015, artículo LVIII, se reiteró a la Dirección Jurídica, que en el plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de este acuerdo, rindiera el informe que se encontraba pendiente de la sesión Nº 91-13 celebrada el 24 de setiembre del año 2013, artículo LIX.

Finalmente, en sesión Nº 71-15 del 6 de agosto de 2015, artículo CXVII, se tomó nota del informe de la Dirección Jurídica que contiene el proyecto de “Reglamento Sancionatorio Académico del Poder Judicial”, mismo que se remitió a la Escuela Judicial para su análisis, con el fin de que realizaran las observaciones pertinentes y las comunicaran a este Consejo el proyecto final del citado proyecto.

Se acordó: 1). Tomar nota del acuerdo del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión ordinaria Nº 12-2015 del 29 de setiembre de 2015, artículo V y aprobar las observaciones realizadas al proyecto de “REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”. 2) Trasladar la gestión anterior a la Dirección Jurídica para que actualice en un solo documento las observaciones realizadas al citado documento y una vez hecho, lo remita a Corte Plena para su conocimiento y eventual aprobación.”
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SE ACUERDA: Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial toma nota del anterior acuerdo.  ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO XII
La Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial expone a las personas  presentes en esta sesión, la rendición de cuenta en cuanto a su participación en invitaciones nacionales e internacionales, el que se describe a continuación: 
Actividades Nacionales: 

	Fecha de Ingreso de Invitación
	Entidad que invita
	País de procedencia de la Invitación
	Materia a la que se refiere y breve descripción de la invitación
	Número de horas/días de capacitación
	Acuerdo del Consejo Directivo
	Designación de la persona que ejecutará
	Acuerdo Consejo Superior del Poder Judicial
	Observaciones

	7 de abril
	Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe
	Costa Rica
	VII Reunión y Diagnóstico de Necesidades de Capacitación 
	27 al 29 de mayo
	
	Ileana Guillén Rodríguez, como Directora del Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe
	
	Diagnóstico y elaboración de Plan de Capacitación del Centro para el período 2015 a 2017

	18 de mayo
	Departamento de Medicina Legal
	Costa Rica
	XXIX Jornadas de Medicina Legal
	28 al 30 de agosto
	
	Ileana Guillén Rodríguez, como Directora de la Escuela Judicial. 
	
	Se participó en la inauguración y clausura de las Jornadas. 

	14 de setiembre
	UNESCO con sede en Costa Rica
	Costa Rica
	Conferencia Internacional Fin de la Impunidad en Crímenes contra Periodistas.
	9 y 10 de octubre
	
	Ileana Guillén Rodríguez, como Directora de la Escuela Judicial. 
	
	Invitación para dar conferencia sobre La Importancia de Construir Capacidades para los Jueces.


Actividades Internacionales:
	Fecha de Ingreso de Invitación
	Entidad que invita
	País de procedencia de la Invitación
	Materia a la que se refiere y breve descripción de la invitación
	Número de horas/días de capacitación
	Acuerdo del Consejo Directivo
	Designación de la persona que ejecutará
	Acuerdo Consejo Superior del Poder Judicial
	Observaciones

	
	Instituto de Formación y Perfeccionamiento Judicial de la Provincia de Entre Ríos “Dr. Juan B. Alberdi” 
	Argentina
	“Primeras Jornadas Iberoamericanas de Capacitación Judicial” 
	26 y 27 de febrero
	
	Ileana Guillén Rodríguez, como Directora de la Escuela Judicial
	6-15 

22 de enero 

Art. XVI


	Se firmó Carta de Entendimiento con el Instituto por parte de la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, Dra. Zarella Villanueva Monge.

	
	Programa de Facilitadores Judiciales

CONAMAJ

OEA
	Costa Rica

Evento celebrado en Panamá
	“Encuentro Binacional de Magistrados y Jueces de las Repúblicas de Costa Rica y Panamá”, 
	13 y 14 de abril
	
	Ileana Guillén Rodríguez, en su carácter de Directora de la Escuela Judicial y en representación de la Dra. Doris Arias Madrigal, Presidenta del Consejo Directivo
	30-15 

7 de abril 

Art. XVIII 


	Su objetivo fue el intercambio de experiencias sobre el Programa de Facilitadores Judiciales en Panamá y Costa Rica.

	20 de marzo
	Secretaría Técnica de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales
	Colombia (pero el evento se realizó en Río de Janeiro, Brasil)
	 XXXIV reunión de la Junta Directiva de la RED IBEROAMERICANA DE ESCUELAS JUDICIALES 

	11 y 12 de mayo
	Sesión Consejo Directivo 03-2015

17 de marzo 2015
	Ileana Guillén Rodríguez, como Directora de la Escuela Judicial y miembro de la Junta Directiva de la RIAEJ
	33-15  14 de abril 

Art. LXI
 

	Compartir los avances de los ejes temáticos a cargo de la Escuela Judicial de Costa Rica

	1 de julio
	Sistema de Integración Centroamericana
(SICA)
	Honduras
	“Reunión Regional Técnica para revisar y actualizar las temáticas de necesidades de formación profesional del Programa Regional de Formación Judicial a ejecutarse en este 2015” 
	23 Y 24 de julio
	
	Ileana Guillén Rodríguez, como Directora del Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe.
	N° 64-15  14 de julio 

Art. XXIX
	Se elaboraron las guías descriptivas de los cursos que, con el auspicio del SICA, se realizarán durante el presente año para el Centro de Capacitación para Centroamérica y el Caribe y se fijaron las sedes y fechas para la realización de esos cursos y sus réplicas nacionales. 

	20 de agosto
	UNESCO a petición de Cumbre Judicial Iberoamericana
	Uruguay
	Reunión Libertad de Expresión, Derecho a la Información y el Rol de las Escuelas Judiciales y Centros de Formación de Magistrados 

	10 y 11 de setiembre
	
	Ileana Guillén Rodríguez como Directora de la Escuela Judicial
	78-15 

1 de setiembre

Art. XII 


	Se elaboró el documento final “Guía político-pedagógica sobre la incorporación de la temática de libertad de expresión y de acceso a la información pública en la formación de operadores judiciales en América Latina”.

Se presentó curso on-line “Marco Jurídico Internacional de la Libertad de Expresión, Acceso a la Información Pública y Protección de Periodistas”. Este curso es gratuito y existe acceso irrestricto para nuestra Escuela Judicial. Tendrá lugar del 26 de octubre al 4 de diciembre del presente año

	23 de julio
	Secretaría Técnica de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales
	Colombia (pero el evento tendrá lugar en Barcelona, España)
	XXXV Reunión de la Junta Directiva de la RIAEJ y el Curso "Fortalecimiento de la RIAEJ y de los Programas Formativos de la Comunidad Iberoamericana"
 

	28 de setiembre al 2 de octubre
	
	Ileana Guillén Rodríguez, como Directora de la Escuela Judicial y miembro de la Junta Directiva de la RIAEJ
	
	Compartir los avances de los ejes temáticos a cargo de la Escuela Judicial de Costa Rica

	28 de julio
	Organización Internacional para la Capacitación Judicial (IOJT) 
	Estados Unidos(pero el evento tendrá lugar en Brasil)
	7ª Conferencia Internacional sobre la Formación  Judicial 

El Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe forma parte de la Organización.


	8 al 12 de noviembre
	
	Ileana Guillén Rodríguez como Directora del Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe
	N° 77-15 27 de agosto Art.  XVI

	Temas a tratar:

1. Excelencia en la Formación Judicial: Componentes Esenciales. 2.Tópicos emergentes para la Capacitación Judicial

3. Innovación en la Capacitación Judicial
Conferencia a impartir: El Uso de la Tecnología en la Capacitación

	27 de octubre
	Secretaría Técnica de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales
	Colombia (pero el evento tendrá lugar en Buenos Aires Argentina)
	Reunión de la Junta Directiva de la RIAEJ y Asamblea General de la RIAEJ.
 

	23 al 26 noviembre del 2015
	
	Ileana Guillén Rodríguez como Directora del Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe y Directora de la Escuela Judicial y miembro de la Junta Directiva de la RIAEJ
	Nº 99-15 10 de noviembre Art. X
	Compartir los avances de los ejes temáticos a cargo de la Escuela Judicial de Costa Rica

Se reeligió a Costa Rica como integrante de la Junta Directiva
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SE ACUERDA: 1.) Tomar nota del anterior informe rendido por la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, en cuanto a su participación en las actividades nacionales e internacionales anteriormente descritas. 2.) Del mismo modo, en aras de la transparencia y la rendición de cuentas, de ahora en adelante, las personas gestoras y docentes de la Escuela Judicial deberán presentar un informe de su participación en actividades nacionales e internacionales, para el conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial. Por tal motivo, deberán presentar el informe del 2015, conforme a la plantilla creada para este efecto. 3.) Asimismo, para el futuro, estas participaciones deberán contar con la aprobación de este Consejo Directivo. ACUERDO FIRME. 
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ARTÍCULO XIII
Correo electrónico del 14 de diciembre del 2015, del Dr. Ernesto Jinesta Lobo, magistrado presidente de la Sala Constitucional, Corte Suprema de Justicia suscrito a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:
Por su distinguido medio, me permito someter a consideración del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la petición que expongo y motivo a continuación.

La Sala Constitucional, cuyas competencias establece el numeral 2 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, cuenta con un grupo de sesenta y un  Profesionales en Derecho que consolidan diariamente los insumos a través de asesoría y proyectos de sentencia, para que la Sala Constitucional resuelva alrededor de dieciséis mil asuntos al año.

Estos asuntos que ingresan a la Sala Constitucional, son de diversas materias, entre los que destacan salud, pronta resolución, petición, penal, educación, trabajo, contencioso administrativo, municipal, obra pública, ambiental, entre otros, para un total de cincuenta y seis temas y setecientos  subtemas.    

Esta diversidad de materias, dota de alta complejidad las labores que se realizan en este Tribunal Constitucional y requiere de personal asesor con alta formación y actualización constante, que permita el abordaje de los asuntos con la calidad que exige el Principio de Tutela Judicial Efectiva, establecido en el numeral 41 de nuestra Carta Fundamental.

Es por lo antes expuesto, que me permito solicitar la colaboración de la Escuela Judicial para el diseño y ejecución de un curso especializado de formación continua para Letrados y Letradas de la Sala Constitucional, que permita afianzar la cualificación y  conocimientos de los profesionales que colaboran en este Despacho.

Hemos conversado con el Máster Hubert Fernández Arguello, sobre su posible colaboración en el diseño y ejecución de este curso, quien nos dio una amable respuesta positiva para colaborar a partir de febrero del año próximo, después de finalizar un compromiso académico que tiene en la Universidad de Pisa, Italia, a inicios del 2016. 

El Máster Fernández Arguello, es Juez de carrera, actualmente destacado en el Tribunal de Apelaciones de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y fue letrado de la Sala Constitucional durante más de diez años.  Es egresado del Doctorado de Políticas Públicas de la Universidad de Costa Rica e Integrante Suplente del Consejo Superior del Poder Judicial.

La duración del diseño se estima en dos o tres meses y la modalidad y horario de la ejecución, se determinaría durante el diseño del curso.

El tema de la capacitación de letrados y letradas de la Sala Constitucional, es fundamental para la Sala Constitucional, por lo que ha sido designado como uno de los objetivos estratégicos a consolidar durante mi Presidencia.  En línea con lo anterior, la contraparte académica de la Sala Constitucional para acompañar este proyecto, será asumida directamente por el suscrito, en colaboración con el Magistrado Suplente José Paulino Hernández Gutiérrez. 

Agradezco la colaboración que preste el Consejo Directivo de la Escuela Judicial a esta solicitud,
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SE ACUERDA: Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial aprueba la anterior petición del Dr. Ernesto Jinesta Lobo, magistrado presidente de la Sala Constitucional, Corte Suprema de Justicia en cuanto a la colaboración de la Escuela Judicial para el diseño y ejecución de un curso especializado de formación continua para los letrados y las letradas de dicha sala. Del mismo modo, que el M.Sc. Máster Hubert Fernández Arguello, actualmente  juez del Tribunal de Apelaciones de la Jurisdicción Contencioso Administrativa,  sea quien ejecute esta labor.  Para tal efecto, la Escuela Judicial con cargo a su presupuesto, tramitará el respectivo permiso con goce de salario y sustitución para el M. Sc. Fernández Argüello de la siguiente manera: del 15 de febrero 18 de marzo y del 28 de marzo al 15 de abril del 2016. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO XIV
El M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, representante de la Defensa Pública manifiesta ante este Consejo, que en el marco de las reuniones de seguimiento rectoría de la Escuela Judicial-Unidades de Capacitación, que en cuanto a la revisión y actualización de los lineamientos metodológicos (Diagnóstico, Diseño curricular y Evaluación),  a cargo de las personas metodólogas y evaluadora de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación de la Defensa Publica, del Departamento de Gestión Humana, del Ministerio Público y del Organismo de Investigación Judicial, el cual se ha venido trabajando desde hace mucho tiempo, a su criterio, considera que se contado con el tiempo suficiente para la elaboración de la correspondiente propuesta final.  
Por lo anterior, dada la necesidad de contar con dicho material el que es una herramienta necesaria para las Unidades de Capacitación y Escuela Judicial,  hace una atenta instancia en que se tome un acuerdo solicitando  la presentación de la correspondiente propuesta final, para la aprobación por parte de este Consejo Directivo.
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SE ACUERDA: Que este Consejo Directivo acoge lo anteriormente manifestado por el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, representante de la Defensa Pública. Por consiguiente, la propuesta final de actualización de los lineamientos metodológicos, deberá ser conocida para la aprobación del Consejo Directivo, en la sesión a celebrarse en febrero del 2016. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO XV
La Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial informa a las personas integrantes de este Consejo Directivo sobre la importancia de que las unidades de capacitación del Ministerio Público, la Defensa Pública, de Gestión Humana y Organismo de Investigación Judicial, Escuela Judicial, así como el Consejo Directivo, presenten sus respectivos informes de labores correspondiente al año 2015, para el conocimiento y aprobación, previo a su envío al Departamento de Planificación del Poder Judicial al 30 de enero del 2016.
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SE ACUERDA: Comunicar a las unidades de capacitación del Ministerio Público, de la Defensa Pública, de Gestión Humana, del Organismo de Investigación Judicial y la Escuela Judicial, que deberán remitir al miércoles 13 de enero del año del 2016, sus respectivos informes de labores correspondiente al año 2015, para el conocimiento de este Consejo Directivo, conforme a la plantilla aprobada por el Consejo Directivo para este efecto.  ACUERDO FIRME.
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Se levanta la sesión a las once  horas con cuarenta y cinco minutos.

Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

         Licda. Ileana Guillén Rodríguez

Presidenta, Consejo Directivo de la Escuela Judicial         Directora de la Escuela Judicial

[image: image1.png]



7

